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fAPITULO _I_ 

PREOCUPACION CONCEPTUAL 

l.- l Cuáles son los Institutos Procesales Básicos ? 

Cuando estudié el curso de Teoría General del 

Proceso, se me explicó que esta materia es de un nacimiento 

más o menos reciente (aunque no falta quién remonte su apa­

rición doctrinal allá en el siglo décimondnico, sin apo~tar 

documentos o pruebas que demuestren su afirmación), está -­

constituida por los denominadores comunes (1), por los pri~ 

cipios que frecuente, cuando no constantemente, se presentan 

en las distintas ramas del enjuiciamiento. (2) 

Sin discutir las ventajas y la topografía que 

debe tener esa asignatura de Teoría General del Proceso, ni 

siquiera la propiedad de su nomenclatura, como lo hace el -

Doctor Flores García (3), me interesó en principio como te­

ma de estudio para realizar más tarde (estaba cursando el -

tercer semestre de esta incomparable carrera), quizá como -

punto central de mi ensayo recepcional. 

l.- FLORES GARCIA, Fernando. Sobre la Teoría General del Proceso. "Ju 
ridica". Anuario de la Escuela de Derecho de la Universidad Ibero 
americana. Tomo I, julio 1969, nürnero l, p. 114. -

2.- ALCALA-ZAMORA, Niceto. La Teoria General del Proceso y la Enseñan­
za del Derecho Procesal. Ponencia presentada a las lV Jornadas la 
tinoamericanas de Derecho Procesal. Venezuela 1967. Confrontar -­

también la obra Estudios de Teor'ia General e Historia del Proceso. 
(1945-1972). Tomo 1, numeras I-tl, Instituto de lnvestTgaciones -
Jurídicas, U.N.A.M., 1974, pág. 525 y ss. 

3.- Obra citada, p. 119. 
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Conforme iba avanzando en mis estudios de las 

materias pensaba yme encontré CO_!!que mis profesores (quizá -

por no respetar ó por no estar acordes con las finalidades de 

la Teorfa General del Proceso), repetfan muchas de las figuras 

que ya habfan ocupado nuestra atención en el tantas veces merr 

cionado curso de Teorfa General del Proceso. 

Esto en ocasiones me sirvió para confirmar al-­

gGn concepto que había quedado •volando", no muy firmemente 

asimilado. En otros casos, la verdad es que me produjo confu­

siones, pues el nuevo profesor nos proporcionaba ideas contr! 

dictorias a las de los otros y anteriores profesores, por --­

ejemplo: La diferencia entre proceso y procedimiento, o si -

las presunciones son o no medios de prueba. 

Todavía más, no faltó catedrático que cuando irr 

tentamos defender en clase ó en pláticas fuera del aula los -

institutos procesales ya por varios de nosotros aprendidos se 

disgustara o procurara ridiculizar o minimizar nuestros cono­

cimientos, si bien aún endebles ó insuficientes, pero que eran 

resultado de las lecciones que nos habían convencido con ant~ 

rioridad ó que habíamos consultado en libros que tales versi~ 

nes sostenían. 

Han pasado los semestres y al final de mi carre­

ra tengo serias dudas, que me atrevo a confesar, sobre cuál d~ 

be ser considerada como la temática procesal más importante. 

El problema se agudiza, porque si desde el áng! 
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lo docente y doctrinario se advierten esas grietas y dispa­

ridades en el edificio que debiera ser sólido y presentar -

al alumnado una fachada uniforme, que no le siembren sospe­

chas y dudas ante los criterios y opiniones sobrepuestas y 

contrapuestas, que asemejan construcciones con mezcla de -

churrigueresco, plateresco, gótico, neoclásico y en rincones 

hasta modernista, dando la impresión de un mosaico multico­

lor y pluriendeble y falto de unidad. 

sr. el planteamiento deciamos se torna más com­

plejo, ya que en las esferas profesionales forense y judi-­

cfal, en el campo legislativo y en el orden jurisprudencial 

la mescolanza terminológic~ y lo que es más grave, el cont! 

nido conceptual es de una variedad infinita, sin rumbos de­

finidos o corrientes preferidos, sino un confusionismo sob! 

rano. 

Es ta imprecisión observada me ha conducido a la 

idea persona 1 de la necesidad de hacer un intento, por pequ! 

flo que sea, de estudiar la posi bi 1 id ad de centrar las figo-· 

ras procesales de mayor significación y que al propio tiempo 

le den por lo menos una base somática a este modesto ensjlyo. 

2.- Trilogía Estructural. 

Acorde con el plan trazado, vamos a asomarnos a 

los criterios apuntados por algunos tratadistas dentro de • 

sus obras especializadas en los ámbitos del derecho procesal 

civil, penal, adminiStrativo, y laboral, 
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Hemos escogido estas variadas áreas jurfdicas -

procesales para desde ahora abarcar, como lo hace la Teoría 

General del Proceso. a varios campos adjetivos, sin que ello 

suponga una preeminencia que por ellas se hubiera estableci­

do de ante•ano, o como un simplista "muestreo". 

Para entrar en materia. nos referiremos a la -

•popular". por difundida entre numero~os aut~re5, expresión 

de Podetti, que rubrica su obra m&s conocida como "Teoria y 

Tfcnica del Proceso Civil y Trilogfa Estructural de la Cie~ 

cia del Proceso Civil", (4J 

En el desarrollo de su libro el autor sudameri 

cano alude a los "tres conceptos cl&sicos: Jurisdi~ción, -

acción y proceso, y argumenta que la idea fluye del derecho 

procesal moderno y de sus principales expositores, pero que 

no lo habfa visto expuesto concretamente con anterioridad a 

•f trabajo". (5) 

De esta manera tenemos la ooinión de este pro­

cesal tsta argentino Podetti quien menci·ona, el porqué con­

sidera dentro de la unidad y subordinación de estos conce~ 

tos, con lo que crea la trilogfa estructural del derecho pr~ 

cesal, y asi explica que dehia ser ésta la base metodológica 

4,~ PODETTI, ljamiro. Teorfa y Técnica del Proceso Civil y ~rilooia -
EstructUral de la Cienciadenroceso CivM. EDIAR ~odedad Anó­
niu Edhores. Büenos Ail'es, Argentina 1963, p, 336, 

5.- Obra citada, pág. 336. 
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y cient1fica del estudio de la teorfa y de la nráctica del 

proceso. (6) 

Refiriéndose a oue debía de estudiarse 

en una forma unitaria y de subordinación: UNITAnIA pornue 

nin~uno de los tres puede tener existencia independiente -­

(Dentro del Derecho y de las Ciencias rrocesales), nues se 

comnenetran _v confunden en forma tal, que es lmnosible est!!_ 

blecer en la teor1a ven la nráctica, un lfmite entre ellas. 

Debe a su vez al decir del autor Podetti 

considerarse en una forma subordinada ya nue sin la dilucid~ 

ción previa de la idea de jurisdicción, no nuede consenuirse 

una acepción lóC]ica de acción. Y sin sentar de~idamente estos 

dos conceptos previos, es ilusoria toda tentativa de entender 

lo 11ue es el proceso. 

El rro!lio autor, transcribe este coment~ 

rio 11ue estimamos elocuente: 

"En la Teorfa de Podetti (dice Sentís M~ 

lendo en la Ciencia Procesal Arnentlna, Revista de Derecho -

Procesal, Ano 1, 2a. parte, páq, 46), en lunar de oponerse, 

se condunde ó coinciden estos dos concentos".- (Acción v Ju­

risdicción); .v agrega luerio (pan. 49 ): "Pcr el contrario -

para Alsina v nara Podetti la jurisdicción es esencialmente 

procesal, formando parte indispensable del mecanismo del pr2_ 

ceso, y por eso la contemplan esnecialmcnte al estudiarlo; y 

de la misma ma-

6.- Obra citada, páq. 338. 
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nera que he dicho es para apreciar y comprender con claridad 

máxima en la obra del primero, el concepto de la acción, no 

debe limitarse el estudio a buscarlo en el capitulo dedicado. 

particularmente a ello, sino que debe llegar al que estudia 

espectficamente la jurisdicción, puedo decir que el hecho de 

que la idea de jurisdicción entre a formar parte de la defi­

nición de acción, de manera que a lo largo del trabajo se -­

presenten entrelazadas, constituye una demostración de que -

a~bos son elementos de una entidad que es el proceso•. (7) 

De esta manera cabe hacer notar que el autor -

Podetti recalca, ó quizá hasta exagera cuando en forma de -

exaltación llama a los conceptos de acción, jurisdicción y -

proceso con el calificativo de trilogia estructural del Oer! 

cho Procesal. 

En cambio otros autores como el profesor alemán 

de la Universidad de Munich, W. Kisch plantea una serie de -

figuras que en algunos casos llega a cierta tdenttficación -

con los que menciona Podettt, pero encontramos otras figuras 

procesales que no compaginan con la famosa trilogía. 

En efecto Kisch, estudia como conceptos fundamen 

tales a la jurtsdicción, a los sujetos del proceso y al proc! 

dimiento. Manifiesta este autor: las figuras del proceso y de 

procedimiento son equiparables llamando la atención en que -

?Pres~ntase el proceso a primera vista como una actividad. 

7 .- PODETTI. Obra y localización citadas. 
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Se compone de actos, de muchas actos, que juntos persiguen 

un mismo fin. Semejante pluralidad de actos se llama proce­

dimiento. El proceso, es, pues, un procedimiento. Pero este 

procedimiento está regido y dominado por normas jurídicas, 

de manera que los que se realizan dentro de él son regula­

dos por la ley y se convierten en actos juridicos. 

Tiene que ser así, pues su fin es la obtención 

de un efecto ó resultado jurídico, de un determinado acto -

de jurisdicción del Estado. 

Las condiciones bajo las que puede alcanzarse -

este resultado están táxativamente fijadas en la ley, por 

lo cual el proceso, en cuanto totalidad de actos de esta -

naturaleza jurídica, es un procedimiento jurídicamente re-

gulado". (8) 

Por otra parte el egregio profesor italiano -­

Francisco Carnelutti, en su renombrado libro"Derecho y PrQ_ 

ceso:' nos deja aprecfar cuáles son para él algunos de los 

Institutos Procesales fundamentales, como el proceso, la j~ 

risdicc'i'ón, la acción, el procedimt-ento, la sentencia y la 

cosa juzgada. 

8.- KISCH, w. Elsnentos de Derecho Procesal Civfl. Ed. ~evista de De­
recho Privado, Ferraz 25: Madrhl, Traduccion ae la. cuar1'.a Edición 
Alenana por L. Prieto Castro, P1>imera Edic'!Qn 1932. p, 15. 
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El propio autor asevera en el prefacio que las 

ideas en esa obra desarrolladas "no se quieren exponer ni -

interpretar, ni sistematizar las normas que rigen el proceso 

civil italiano, sino sólo buscan los principios según los -­

cuáles pueda construirse no tanto tal proceso. sino un proc~ 

so civil cualquiera". (g) 

Adviértase que como aclara el famoso procesali~ 

ta citado al continuar con sus investigaciones casi a los BO 

años de edad, todavía le preocupa encontrar los fundamentos, 

los principios genéricos del proceso; dicho en otros términos 

se nota la lucha personal a través de la búsqueda de unas ba­

ses para la Teoría General del Proceso. 

Un autor italiano que no obstante su gran info~ 

mact6n, originalidad y claridad de pensamiento en los temas 

procesales, es consultado y citado con mucho menor frecuen­

cia que la que debiera, dada su validez científica, es Enrj_ 

co Tullio Liebman. Ahora bien, para este procesalista con -

una sistemática que sigue una estructura 16gica, principia 

por analizar entre las nociones preliminares a la jurisdic­

E.!i!!. y al proceso. A continuaci6n en la parte general de su 

mBs reciente obra publicada en Milán en lg73, 1974 y lg76, 

y en Buenos Aires en Ig8o) estudia las personas: el juez, 

las partes, el ministerio público; las acciones. (10) 

9,- CARNELUTTr, Francesco. Derecho~ Proceso. Traducci6n de Santiago -
Sentis Melendo. Ediciones Jurfd1cas Europa-América, Buenos Aires, 
Argentina lg71. pág. XXIX. 

10.- LfEBHAN, Enrico Tullio. Manual de Derecho Procesal Civil. Traduc­
ción de Santiago Sentis Melendo. E.J.E.A. Buenos Aires lg8o. 
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,. 

En el mundo juridico anglosajón un procesa­

lista prestigiado fue el profesor emérito· R. W. Millar. -

quién realiza un interesante ensayo comparativo que desde 

la nomenclatura del libro indica el propósito generaliza­

dor. q~e adecuado al sistema del "Common Law", pero obed~ 

ciendo a la inexorable lógica de los acontecimientos de -

que las instituciones angloamericanas se aproximan cada -

dia más y más a las formas del proceso continental europeo. 

Asf es, en opinión del reconocido jurista -­

uruguayo Couture. al redactar el prólogo de1 . .-fÍbro de Mi­

llar, ya que "es notorio que el proceso anglosajón tiende 

a imponer ciertas modalidades propias al proceso conttnen 

tal europeo e hispano-americano. Pero, por su parte, reci 

be la influencia de este Gltimo. Se produce, ast.· un curi! 

so fenómeno de ósmosis que también circula en otros aspec­

tos de ambos derechos. Ya en otra oportunidad hemos anota­

do que entre el sistema del "Common Law• y el que los angl2 

sajones llaman el "Derecho Civil", se está produciendo, de 

largo tiempo atrás, un proceso lento de aproximación. En ~­

tanto que el derecho americano busca, en la magna empresa 

del •Restatement", su reducción a principios, en el Derecho 

codtftcado está produciéndose, cada dta más, una penetractón 

de la jurisprudencia. Bten puede acontecer que llegue un -­

dta en que el derecho tenga, junto con la stgniftcactón ló­

gtca y ststemátt-ca de los principtos, la plasticidad y sen-
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tido vivo del derecho de los casos". (11) 

En resumen, para Millar el desa~rollo de "los 

principios formativos del procedimiento civil" deben ser: -

Bilateralidad de la audiencia; presentación por las partes 

e investigación judicial; impulso del proceso por las par­

tes, e impulso judicial; orden consecutivo, preclusión y -

acumulación eventual, pr.ueba formal y prueba racional; or!!_ 

lidad y escritura: inmediación y mediación; publicidad y -

secreto. ( 12) 

He aquí, otro enfoque sugerente de lo que d~ 

be ser el contenido fundamental del estudio procesal, o sea, 

el de los principios rectores del procedimiento. 

Puede deducirse de las exposiciones de esos 

autores lacóntcamente anotados, que existe una preocupactón 

y una tendencia positiva a encontrar una sistemática gene­

ral, un orden en el estudio, que desemboque en la fijación 

de los conceptos fundamentales del campo procesal. 

Es, sin duda alguna, un esfuerzo constructivo 

que muestra caminos y orientaciones que proporcionan un et• 

mi~nto firme para ulteriores logros. 

11.- MILLAR WYNESS, Robert. J:.ourinci pi os forma ti vos del Procedimiento 
Civil. Traducción por la Dra. Catalina r.russmann. Prologo de uruaf 
ifilJ':" Couture. Ediar, s. A. Editores. Buenos Aires, Argenttna, .,.--
1945, pág. 15. 

12.- MILLAR, Obra citada. pág. 31. 
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3.- Concepciones Escépticas. 

Al elaborar la división de este ensayo por capi 

tulos e incisos, estuve indeciso en cuanto a la terminología 

de "escéptica" a usar en el presente sector, ya que no es mi 

intención atacar a ningún escritor, sino como estudiante uni 

versitario he recogido la enseñanza del respeto a las opini~ 

nes ajenas, como base de un respeto de los demás respecto de 

las mías. 

El hablar de "escéptica" es por la impresión que 

a mis compañeros de grupo y de lectura fuera de clase, nos 

causó desde los albores de nuestros estudios, la expresión 

"Trípode desvencijado" que el procesalista español Alcalá-Za­

mora y Castillo emplea en algunas de sus obras al aludir a -­

los conceptos de la acción, la jurisdicción y el proceso, co­

mo aparece en pasajes suyos que nos permitimos transcribir. 

El drama de los procesalistas consiste en que las 

nociones básicas de la disciplina carecen aún de la estabili­

dad necesaria para sobre ellas alzar una construcción, sij!O -

permanente, solida cuando menos. Aunque con la disculpa de su 

juventud científica, la realidad hoy por hoy (13) es que los 

tres conceptos fundamentales del derecho procesal - a saber-: 

Las de Acción, jurisdicción y proceso distan mucho de haber 

alcanzado una elaboración definitiva y convincente. lNosotros 

13.- El comentario de Alcalá-Zamora y Castillo se publica en Buenos Ai­
res, en 1942. 
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hallaremos ante la cuadratura del círculo o, por el contr~ 

rio se tratará del huevo de Co16n? 

Entiendo que ni lo uno ni lo otro, y sf senci 

llamente, que nos encontramos ante problemas de difícil. P! 

ro no tmposible, ni quizá lejana solución. Mientras ello se 

produce, veamos como se ha enfrentado Couture con ese trip~ 

de desvencijado 6 más exactamente, con la acción y el proc! 

so, puesto que de la jurisdicción no se ocupa (acaso por r~ 

putarla como tema más de derecho constitucional que procesal), 

al ménos en capítulo independiente, ya que en el primero del 

libro aparece en intimo nexo con la acción. En cambio, incl~ 

ye entre las "nociones fundamentales" la excepción, que a mt 

entender carece de relieve bastante para ser colocada al mil 

mo nivel que los otros dos capitales conceptos de la parte -

primera. (14) 

Casi treinta años después, en 1970 el autor -­

tbero de referencia repite lo que puede entenderse como ratj 

ficactón 6 confirmación de su pensamiento anterior, la frase 

de marras, al tratar el tema del proceso y la pluralidad de e[ 

foques de ese concepto, como enseguida reproductmos:"El proc! 

so que juntamente con la acción y la jurisdicctón constituye, 

segQn parecer bastante generalizado (aquí involucra una nota do[ 

de menciona a Chtovenda, a Podetti, a Bartalont, Ferro, Argate 

14,- ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, Niceto, "Comentario de los Fundamentos 
del Derecho Procesa 1 Civil". del Dr. Eduardo J. Couture en "En­
sayos de Derecho Procesal Civil, Penal X Constitucional. Edición 
de la Revista de Jurisprudencia Argentina, S. A .. Buenos Ai:res , 
lg44, págs. 658 y 659. 
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Valdéz, Sentís Melendo)ya él mismo procesalista espa~ol, uno 

de los tres conceptos fundamentales de nuestra disciplina, -

dista mucho -y lo mismo sucede con los dos mencionados junto 

a él- de haber alcanzado su elaboración definitiva. La impr~ 

cisión que los rodea, podría reflejarse, a mi entender, juga~ 

do con los verbos ~y~. en los siguientes términos: -

del proceso sabemos donde está, pero no lo que es (si una r~ 

lación ó una situación jurídica, etcé~era), de la jurisdic-­

ción conocemos lo que es, pero no donde está (si en el dere­

cho procesal ó en el constitucional), y de la acción ignora­

mos lo que es (pugna entre teorías abstractas y las concretasl 

y donde está (si en el campo del derecho material ó en el del 

derecho procesal). 

ncomo es natural, nuestras palabras no deben ser 

tomadas al pie de la letra, sino como una forma llamativa de 

expresar la incertidumbre doctrinal en torno a estos concep-­

tos, que el argentino Podetti ha reunido bajo el nombre de -­

Trilogia estructural del Proceso y que nosotros, para reflejar 

la inestabilidad actual de las investiga~iunes a ellas relat! 

vas, designamos como tripode desvencijado, sobre el que, sin 

embargo, se alza el edificio de nuestra disciplina. 

~Para acabar de complicar las cosas, la noción de 

proceso, se halla encuadrada por la de Acción, que viene a ser 

su punto de partida, y por la de jurisdicción, que representa 

su meta o mejor dicho, su culminación, desde la cual eventual 
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mente desciende aquél hacia la ejecución, y por lo tanto, mien 

tras no se dilucide lo que a ciencia cierta sean los conceptos 

situados a los extremos, acaso no se llegue a saber con exac­

titud lo que sea el camino que las une. La situación del pro­

cesal ista, inquilino de una casa cuyos cimientos carecen de -

solidez necesaria, es bastante incómoda; pero pese a ello, V! 

mos a intentar suministrar una visión del proceso lo más apr~ 

ximada posible, dentro de nuestras fuerzas". (15) 

Causa extrañeza, que un erudito del campo proce-

sal se exprese con menosprecio de las bases de la ciencia que llama 

reiteradamente "nuestra", ya que si el cimiento tripartita es 

desvencijado, es que está flojo, desunido, o como aparece en 

el diccionario, desvencijar es desconcertar las partes que -

estaban o deblan de estar unidos; qut ocurrirá presunctonal-

mente con el resto de la edificación, para utilizar la figura 

a que el autor espafiol recurre. No será sólo una situación i~ 

cómoda del procesalista linquilino de la casa con cimientos 

sin solidez necesaria), sino será peligrosa, por posibilitar 

un derrumbe necesario al edificar sobre bases endebles, des--

vencijadas. 

Ahora, por no compartir esa semblanza desvencij~ 

da, que puede conducir al desaliento, en especial a los jóve­

nes que se internan al estudio de los temas procesales, pref~ 

15.~ ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, Niceto. Proceso, autocom osición autode­
·fensa. lContribución al estudio de os 1nes e proceso~· nst1tu o 
ae-Iñvestigaciones Jurídicas. U.N.A,M. México, 1970. págs. 103-104. 



- 24 -

rimos tomar sus palabras no "al pie de la letra", sino s6lo 

como una forma llamativa de expresar la incertidumbre doctri 

nal en torno a esos conceptos•, tan "llamativa" que debe ser 

transformada en una postura constructiva y de esfuerzo por 

los estudiosos e interesados en el avance de la disciplina 

procesal, para lograr no conceptos "definitivos", como tam-­

bién pide el autor ibero, ya que es de sobra conocido y ace~ 

tado que el Derecho no es, ni debe ser, una disciplina está­

tica. permanente, definitiva, inmutable (cual antigua conce~ 

ción jus naturalista), sino que progrese a un ritmo coincide~ 

te ó anticipado al de las mutaciones de la sociedad que regu-

1 a. 

4.- Actitudes Latinoamericanas. 

Dentro de estas encontramos exposiciones trnpor~ 

tantes corno la que presentaba el autor sudamericano profesor 

de la Universidad Nacional del Litoral, Eduardo B. Carlos, -­

quien enuncia dentro de los conceptos fundamentales del dere­

cho procesal, al del Proceso, a la jurisdicción, a la compete~ 

cia, a los sujetos del proceso, y al concepto de acción proce­

sal. 
Para nuestra exposición creernos que es interesa~ 

te recrear el pasaje en el cual este autor menciona su prefe-

rencia hacia los co~ceptos jurídicos procesales fundamentales 

como a continuación lo reproducimos: "El conocimiento cient,fi 

co del derecho procesal, superado el periodo de la praxts ó -­

procedimentalismo, según antes se indicó, supone la dilucida-
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ci6n conceptual previa de tres grandes problemas. tan compl~ 

jos como esenciales e 1ntimamente conexos entre sf. en tor­

no de las cuales gira toda esta importante disciplina jurf­

d1ca. 

En efecto. la determinación de los conceptos de 

acción, de jurisdicción y de proceso constituye la base fun­

damental, la piedra angular 6,sf se quiere, los primeros -­

principios en que se apoya nuestra ciencia. 

La mayor,a de los procesalistas modernos están 

contentes acerca de la capital importancia que revisten esas 

tres nociones se~aladas. como lo reconocen expresa o virtual 

mente en sus respectivas producciones cientfflcas, principal 

mente las de derecho procesal civil. (16) 

Por otra parte el pro11fico autor colombiano D~ 

vis Echand1a. en su ya varias veces impreso libro "Compendio 

de Derecho Procesal", Tomo I, deja ver cuáles son en su -

parecer los institutos procesales más importantes, tales como 

son el concepto de proceso, de jurisd1cci6n, de procedimien­

to en donde se utiliza indistintamente este concepto, como -

el de proceso, haciendo de esta manera una identificaci6n de 

conceptos, tambfén habla de los institutos de acci6n. prete~ 

si6n, de las partes en sentido material y en sentido formal, 

los autos y sentencias, asimismo tambiAn de la problem!tica 

16.- CARLOS 8 .• Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho Proce­
sal. Editorial E. J. E. A., Buenos Aires, Argentina. 1979. -
~g. lU. 
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de la cosa juzgada. ll7J 

Hay que llamar la atención en que el prestl 

giado autor colombiano, Devis Echandía, intitula al Tomo l, 

del libro mencionado: Teoría General del Proceso y al Tomo 

11 de las Pruebas Judiciales. (18) 

En ese caso habría que aclarar si en el pe~ 

samiento de este tratadista el Derecho procesal. como Dere­

cho objetivo, es decir como conjunto de normas o precepto5 

jurídicos sobre el proceso, abarca a la Teoría General del 

Proceso, como una parte de su estudio (Capitulo 111, prin­

cipios fundamentales del Derecho Procesal y del Procedimie~ 

to). l 19) 

O bien, por el contrario, la Teoría General 

del Proceso, comprende entre sus conceptos, a la doctrina y 

a la legislación (ley, costumbre y jurisprudencia procesales, 

es en suma al Derecho Procesal). 

Por su parte el profesor Mexicano Cortés Fl 
gueroa en, su ya conocido libro "Introducción a la Teori'a G~ 

neral del Proceso" muestra los que en su concepto son las f! 

17.- DEVlS ECHANDlA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal, Tomo 1, 
Teorfa General del Proceso. Octava Edición, Ed. A. B. C., Bogotá 
Colombia 1981, pág. 37 

18.- Se pueden cotejar desde la Cuarta Edición 1974, hasta la octava , 
1981. 

19.- DEVIS ECHANDlA, Hernando. Principios fundamentales del Derecho -
Procesal l del Procedimiento. pags. 37 a 67. en donde enumera la 
impardal dad, la publicidad del proceso, la igualdad de las par 
tes. la inmediatividad, la oralidad, la escritura, etcétera .. -
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guras procesales más relevantes como las de la acción pr~ 

cesal, el proceso, la jurisdicción, la competencia, la -­

pretensión procesal, las partes en el proceso y la sente~ 

cia. A continuación reproducimos parte del pensamiento del 

citado autor: "Al prepararse estas líneas se atraviesa por 

una etapa francamente transitoria de estudio: Algo ha que­

dado ya tratado y mucho está por ser desenvuelto, pero 

desde los prolegómenos de clase ya se vienen nombrando 

los conceptos medulares: acción y pretensión, j~risdicción 

y competencia, sujetos y actos del proceso, relactones ju­

ridtcas dentro de il, etcitera. Sin embargo, en estricta -

observancia de lo que los tratadistas y ticnicas han esta­

blecido, cabe recordar que toda esa gama de conceptos pue­

den reducirse a una "Trilogla Estructural" (acción, juris­

dicción y proceso} de la que habrían de derivar otros mu-­

ches conceptos afines, conexos y de imprescindible trata--

mi en to. ( 20 J 

Dentro del mismo ginero de autores mexicanos 

puede citarse al profesor Gómez Lara, para quien los tnsti 

tutos procesales fundamentales que podemos apreciar en su 

obra ampliamente conocida de ''reoria General del Proceso" son: 

El concepto de ltttgio, la pretensión, el proceso, las for 

mas de autocomposición, la hetero composición, el de acción 

20.- CORTES FIGUEROA, Carlos. Introducción a la Teoría General del -
Proceso. Cárdenas, Editor y Distribuidor, Mexico 1974, primera 
eillcíoñ, pág. 21.· 
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procesal, de jurisdicción, la competencia, la sentencia y 

la teoría de la impugnación. (21) 

Queremos destacar que por lo anotado sobre -

estos autores, con referencia o sin ella a la "Trilogía -

Estructural", el tratamiento a los conceptos de acción, -

jurisdicción y proceso no escapa en los términos desarro­

llados por cada uno de ellos. 

De la misma manera podemos citar al ya tradl 

ctonal autor mexicano Becerra Bautista en su clásica obra 

·~l Proceso Civil en México: en donde dicho autor incluye 

dentro de su tratado, temas tan importantes como lo son: 

El proceso, la jurisdicción, las partes en el proceso, la 

demanda, la relación jurídica procesal, la carga de la pru~ 

ba, la sentencia, la acción, la cosa juzgada, los procesos 

"especiales", los procesos impugnativos. (22) 

Otra vez más, confirmamos que este tratadista 

mexicano, también incluye entre los temas más importantes 

de su obra, a los tres seftalados: acción, jurisdicción, y 

proceso, aunque agrega otros tópicos que asumen interés p~ 

ra su estudio. 

Es por todo lo anterior que hemos entresacado 

de los autores de otros lares, constructivas ó desalentad~ 

ras, y de los escritores del procesaltsmo mexicano, como -

21.- GOMEZ LARA, Cipriano. Teoría General del Proceso. Ed. Textos Uni 
versitarios, U.N.A,M., Mexico 1980, segunda reimpresión, pág, fT, 
19 y SS. 

22.- BECERRA BAUTlSTA, José. El Proceso Civil en México. Ed. Porrúa, 
Octava edtci~n. México 1980, pag. I, 2 y ss. 
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conceptos a estudiar·launque lo hagamos de manera abreviada 

e incipiente, dada la naturaleza de nuestro modesto ensayo 

y de mis limitadas aptitudes); primero, las ideas sobre la 

acción, la jurisdicción y el proceso; y, más tarde, también 

de manera compendiada, aludiremos a otros tópicos de sing~ 

lar relevancia en el dominio procesal. 
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1.- DIVtRSAS ACEPCIONES . 

Ahora al internarnos en el desarrollo de los 

conceptos procesales fundamentales , surge un planteamierr 

to que aunque no de gran enbergadura, sino de poco monto 

en cuanto a contenido, supone el acatamiento de un orden 

de estudio. lSerá primero el ámbito dónde se lleve a efef 

to el combate entre las partes, o sea, se preferirá tratar 

en primer término, la idea de jurisdicción, para postergar 

el estudio de la acción y de 1 proceso? 

O bien, lEs de estimar que lo central en la -

Teorla General del Proceso, o en el Derecho Procesal, o en 

la Ciencia Procesal, es precisamente el proceso, o mejor 

como lo expone y define el Dr. Flores García (23), el pro­

ceso jurisdiccional; para luego aludir a la acción y a la 

jurisdicción? 

O quizá, lDebe con antelación hacerse la ind~ 

gación de las fuerzas de choque, de las pretensiones en -­

pugna y por ello, ver primero la acción procesal, para de~ 

tinar otros capitules a los institutos de la jurisdicción , 

el proceso, así como algunas figuras, también de hondo sig­

nificado en el area adjetiva? 

Como hemos dejado asentado en páginas anterio 

23.- En sus lecciones del Curso de Teoría General del Proceso. 



- 34 -

res, son varias las doctrinas que hacen notar la vincu­

lación estrecha entre esos conceptos medulares, que, los 

convierte en figuras interdependientes unas de las otras. 

Es nuestra creencia que el avance científico 

más notorio y hasta contrastante entre las antiguas conce~ 

ciones y las modernas ideas, en la evolución de la natura­

leza de la acción procesal, y que con ese punto de partida 

podremos intentar el estudio de los demás conceptos funda­

mentales que hemos elegido, en nuestra limitada panorámica, 

para nuestro también, limitado estudio. 

Acción, es una voz con una vastísima, amplí­

sima variedad de connotaciones en el idioma español, que en 

numerosas áreas del conocimiento tiene un significado esp~ 

cial (algunas de las cuales nos servirán para jojalál lle­

gar a una proximidad de la idea de la acción procesal.' 

Si .nos atenemos a su raigambre latina, actio, 

onts, (ago), es una palabra femenina que denota movimiento 

acdon, actividad, acto, ejercicio. {24) 

De sus múltiples acepciones recogemos: 

Cada una de las partes de que se compone el c~ 

pital en las sociedades anónimas y comanditarias por accio­

nes, es el título que acredita y representa el valor de ca­

da una de aquellas partes. 

24.- BLANCO GARCIA, Vicente. Diccionario abrevtado Latino-Espai'lol y 
fSpañol-Lattno. Madrid 1944, p. 12 
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En la econom'la es el título que representa 

una fracción del capital social normalmente al portador 

que da derecho a percibir una parte proporcional de los 

beneficios anuales de la sociedad. 

Filosóficamente es la operación mediante la 

cuál un agente actaa sobre un paciente modificándolo. 

La noticia de acción designa un ~r~ª-

Las llamadas "Fllosofias de la Acci~n· con-

sideran esta noción como el carácter esencial de la rea-

ltdad y sostienen el primado de la acción sobre la conte! 

plación. 

Para la física, es la fuerza ejercida por un 

cuerpo sobre otro, el cual, segan Newton, ejerce sobre el 

primero una fuerza de igual intensidad, pero de sentido -

opuesto, llamado reacción. (25) 

En nuestra disciplina jurídica la acción d~ 

viene en preocupación permanente, no sólo del procesali~ 

ta, sino de los juristas en general más afamados. {26) 

Es la determinación de la naturaleza jurídi 

ca de 1 a acción procesal, tema sobre el que han prol i fe-

25.- Enciclopedia Salvat, Diccionario Salvat, Ed. s. A., M~xico 1971. 
p. 18. 

26.- GARCIA MAYNEZ, Eduardo. Introducción a 1 estudio del Derecho. De 
cimo sexta edición, Ed. Porrua Hnos., S. A., Mexico, p. 227 y ss. 
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rado indagaciones y pensamientos dada su enorme (así sin 

exageración) dimensión que se traduce en la ya clásica -­

terminología citada de Ramiro Podetti (27), que lo invol~ 

era en la trilogía estructural del Derecho Procesal y nu~ 

vas proyecciones y reflexiones acerca de su función, per­

tenencia, elementos constitutivos; en fin, sobre una pro­

blemática inagotable y que nos ha apasionado al extremo -

de intentar hacer esta investigación (nuP.stra primera irr 

dagación formal). 

El concepto de acción tiene diversas acep­

ciones en el área del Derecho, de acuerdo con la rama de 

que se trate. 

Así por ejemplo, en el Derecho Mercantil s~ 

pone un documento comercial que acredita la titulartdad -

de socio (28), de una sociedad de capitales, concretamente 

una sociedad anónima. 

En el Derecho Penal se alude, al derecho de 

castigar que se dice nace, desde el momento mismo de la CQ 

mtsión del delito (1us puniendi). (29) 

27.- Obra citada. 

28.- Có1i'go
1
de Comercio. Ley General de Sociedades Mercantiles, artí-

cu o 1 l. Ed. Porrúa Hnos., Mex1co 1979. p. 115. ~~ 

29.- CARRANCA Y TRUJILLO, Raúl. Derecho Penal Mexicano, parte general, 
Antigua Librería Robledo de Jose Porrua e Hijo, México, D. F., -
1941, p. 122. 
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El Estado tiene en sus manos ese poder de -

castigar, como una acciÓ..!l ante la necesidad de reprimir el 

delito y de dar satisfacción a los intereses lesionados -

por el acto antisocial y que están legítimamente protegi­

dos. 
Para Cuello Calón la acción, comprende una 

conducta activa, el hacer positivo una conducta exterior 

voluntaria encaminada a la producción de un resultado, que 

en esta área penal, es el delito. (30} 

Por su parte el eminente jurista Jiménez de 

Asúa, explica que la acción, es el aspecto posi"tivo, mie.!!. 

tras que la omisión es el negativo, como primer carácter 

del delito que es ser un acto. L31} 

En cuanto a la acción en la materia procesal 

se hará un recorrido que intentará asomarse a las formas -

prtmitivas, que arrancan del Derecho Romano hasta las mo­

dernas concepciones que sobre esta fundamental institución 

se han elaborado. 

En la relación de deudor y acreedor que se ~ 

30.- CUELLO CALON, Eugenio. Derecho Penal. Bosch Casa Ed. Barcelona 
1947, Tomo 1, p. 270. 

31.- JIMENEZ DE ASUA, Luis. La Lft_t el Delito. (Curso de Dogmáti.­
ca Penal). Editorial Andreslfe lo , Caracas , 1945. p, 260. 
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da en el Código Civil l32), al regular las obligaciones y 

los contratos, se habla primero de un derecho de crédito 

o derecho personal, que es una facultad de carácter patri 

monial en la que existe una relación juridica, por medio 

de la cual, una persona llamada acreedor puede exigir a -

otra llamada deudor una conducta que puede consistir en -

un triple objeto: ll) un dar; llll un hacer; tlll) una ab~ 

tención; dicho de otra manera, esta relación jurídica su~ 

tantiva supone un derecho subjetivo , un privilegio del -

acreedor sobre su deudor, pudiendo exigirle alguna de las 

tres maneras de comportarse antes mencionadas. 

Anotemos casos que nos muestran esos objetos 

de las obligaciones en la materia fiscal: Se dice que el -

contrtbuyente est5 obligado a pagar los impuestos. {)3} 

En la rama laboral un sector doctrinal opina 

que en la relación de trabajo, el trabajador se sujeta a 

la dtrección del patrón. 

Después de discuttr las corrientes del contr~ 

to y de la relación de trabajo, Guerrero (34), opina que -­

nuestra Ley Laboral ha pretendido incluir los dos conceptos, 

32.- Artículo 1824, del C6digo Civil para el Distrito Federal. Edi.to-­
rial Porrúa. Méxi'co, 1979. 

33.- Código Fiscal de la Federación. 23 Ed, Porrúa, S. /\., México, 
1976. p. 12. articulo 13. 

34.- GUERRERO, Euquerfa. Manual de Derecho del Trabajo, Ed. ¡>orrúa, S.A. 
1975, pp. 30 a 32. 
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en el articulo 20, pues define la relación de trabajo como 

la prestación de un trabajo personal subordinado a una per 

sona, mediante el pago de un salario. 

También se mencionan la materia de Derecho -

Internacional Público en la misma práctica de relación o -

de vínculo jurídico material, los paises subdesarrollados 

tienen que aceptar las condiciones que estipulan los países 

prepotentes y no sólo como superioridad del Derecho Inter­

nacional sobre el Nacional que plantea Kelsen (35} 

Es de sobra conocido el pensamiento de Carn~ 

lutti l36), en el sentido de que en el derecho sustantivo 

es donde se solucionan los conflictos de intereses con 

trascendencia jurídica de manera directa o inmediata y e~ 

tá regulado en los Códigos o conjuntos de normas de cará~ 

ter sustantivo o material. 

De esto podemos ejemplificar al respecto P! 

ra hacer un poco más comprensible dichas relaciones que -

pueden conducirnos a la acción procesal, 

35.- KELSEN , Hans. Principios de Derecho Internacional Público. -
Traducción por Hugo Caminos y Ernesto-Y. Hermida, Lib. "El -­
Ateneo", Ed. Buenos Aires. 1965, pp. 89-90. 

36.- CARNELUTTI , Francesco. Sistema de Derecho Procesal Civil. -
Traducción de Santiago Sentis Melendo y Niceto Alcala-Lamo­
ra y Castillo. Buenos Aires 1944, números 19 y 26. 
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lº Derecho per 
sonal 

2° Derecho real 

Relación acreedor-deudor 
conducta de dar, hacer 
o no hacer. 

Propietario frente a la 
colectividad que debe -
respetar esa facultad -
in genere. 

Y así la relación acreedor-deudor es de ca­

rácter material ó sustancial que otorga al acreedor una au­

torización para reclamar al deudor, el sujeto activo de la 

relación tiene un derecho material ó sustancial que es el 

de crédito o personal. 

El titular de un derecho de crédito puede pri 

mero hacer un requerimiento al deudor para que pague su de~ 

da (Interpelación), en caso de no obtenerse el pago, obvia­

mente no se extingue la obligación; por lo que ante la pro­

hibición estatal y jurídica de la autodefensa (37), el acre! 

dor intentará la acción procesal, poniendo en conocimiento 

de la autoridad judicial el incumplimiento existente. 

En cambio, el derecho real es un poder jur~­

dico de carácter patrimonial, que ejerce una persona direc­

ta e inmediatamente sobre un bien para aprovecharla total o 

parctalmente y pudiendo oponer este derecho a terceros, qui! 

nes, a su vez, están obligados a respetar el mismo derecho -

37. - Art'iculo 17 de la Co~ituci.ón Política Mexicana, 
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subjetivo. 

Acudamos a la hipótesis de transgresión o falta 

de respeto a ese derecho subjetivo, material, verbigracia: 

en el derecho de propiedad, cometido por un agente, en corr 

tra del titular del derecho real, ~ste no puede hacerse ju! 

ticia por propia mano, sino que el camino legal y pacifico 

le autoriza a acudir a un servicio gubernamental que le a~ 

ministre justicia, como terminantemente vemos ordena el ar-

ticulo 17 de nuestra Carta Magna. (3B) 

De esta manera objetiva y simple, estamos mos-­

trando la necesidad del empleo de instrumentales de Derecho, 

en el caso concreto de esa fuerza, de esa potencialidad, de 

esta potestad, de esa excitación que permite poner en fun­

cionamiento la maquinaria que la organtzación social ha de! 

~inado para dar solución a los litigios, en vias pacificas 

y ajustada a la legalidad que significa un elevado grado de 

avance en la historia de la humanidad. 

Así el Derecho proporciona a su creador, que es 

el propio tiempo, su destinatario: el hombre, herramientas, 

utensilios, implementos procesales para que con el respeto 

de los derechos subjetivos se llegue a un cabal cumplimien­

to de los fines de la preceptiva jurídica. 

38 - Precepto que consideramos como piedra angular en un Estado de -
Derecho. 
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2.- EVOLUCION HISTORICA DEL CONCEPTO. 

Una vez hecha esta ejemplificación es convenie~ 

te que nos remontemos a los orígenes del concepto de acción 

procesal; para ser un poco más explicitos en nuestra exposi 

ción, daremos una visión global, a vuelo de pájaro; para -

luego, explicar con mayor detalle esta evolución de la idea 

de la acción procesal. 

En la época del Uerecho Romano, uno de los gra~ 

des juristas como lo fue Ulpiano, nos refiere (39) en citas 

del Digesto ya ciertos contextos acerca del con~epto que se 

tenfa de la acción. 

Algunos autores relatan que se dieron tres eta­

pas fundamentales en el Derecho Romano en cuanto a la hist~ 

ria y a la formación del concepto del proceso civil y por -

extensión del de la acción. 

La primera etapa es la de las acciones de la ley, 

en los que habia entre las partes, un verdadero reto, según 

el autor Arangio Ruiz, en su "Tratado de las Acciones de la 

ley" (40}, nos refiere que en la primera etapa el actor o -

titular del derecho era el que tenia que ir ante el Colegio 

39.- MARGAOANT, Floris Guillermo. El Derecho Privado Romano. F.d. Esfin 
ge, S. A .• ~uinta edición; Méxko, D. F., 1974. pag. 141. -

40,- ARANGIO RUIZ, V. Las acciones en el Derecho Privado Romano. Tra­
ducciún de Faustino Gut1errez-Alviz, Editorial Revista de Derecho 
Privado, Madrid. 1945, pág. 12. 
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de los Pontifices, que eran sacerdotes que sabian el cont~ 

nido y texto de las acciones, o fórmulas sacramentales. H~ 

cho esto iban ante el pretor, frente al cual decían las p~ 

labras textuales "sacramentales", que si no se acataban o 

recitaban al pie de la letra, se podía incluso perder el -

juicio, por falta de aplicación correcta de Ja fórmula de­

seada. 

Asi el jurisconsulto (41) Gayo, nos cuenta ~ue 

las fórmulas eran en verdad rituales y había que repetirlas 

exactamente, Habla vartos tipos de acciones~ entre las que 

podemos citar ~os acciones de carácter ejecutivo y tres ac­

ciones de carácter declarativas. l42) 

Acciones de carácter 
Ejecuti'vo. 

Acciones de Carácter 
Declarattvo, 

Manus Iniectio" J!prehensión corporal 

Pignoris Capio ~ Toma en prenda, 

Legis Actio Per Sacramento - (A~ 

ción de la Ley por Apuesta). 
Legis Acti·o per i'lrbitrive Postula­
t t<>:flem ,. l Acción para pedir a rbi -
tro ·). 
Legis Actio per Conditionem - (Por 
requerimiento). 

As1· pues, ·por ejemplo en la acción ejecutiva en 

41.- ARANGIO RUIZ, V. Obra citada, pág. 17. 

42.,. BERNAL, BeatrtzyLEDESMA. José de Jesús. Historia del Derecho Rn­
mano ~de los Derechos Neoromanistas. Tomo I, Ed. U.N.A.M:-;r;¡ex-í­
co 19 l, pag. 
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la Manus Iniectio el acreedor estaba autorizado a aprehender 

por el cuello a 1 deudor y as, lo l levaria ante el juez recl 

tando la f6rmula sacramental, en el periodo de las acciones 

de la ley, luego lo llevaba a su DOMUS y se obligaba a dar­

le una libra de cebarla diaria y podía llevarlo al mercado 

para que pudiera el deudor pregonar su situación, y si al -

cabo de tres veces, con intervalo de veinte d1as no aparecfa 

un fiador, (vindex) lo pod1a vender en lo que se conocía c~ 

mo Trastiber, ésto es más allá del Tiber, y en caso de que 

hubiera pluralidad de acreedores sobre el deudor , la ley 

de las Doce Tablas los autorizaba a cortarle una parte del 

cuerpo que les correspondiera a cada uno de los acreedores, 

aunque no fuera exactamente en proporción a su créd1to. 

Pero volviendo a la acción procesal, en general, 

ésta en su realizact6n era una escenificación en dos etapas: 

la primera, ante el pretor se presentaba la demanda y se s~ 

licttaba la designact6n de un juez o árbitro, es la etapa -

in jure; nombrando al tercero imparcial se constituía la -

etapa Apud in Tuditio y se presentaban pruebas y alegatos. 

Para Arangio Ruiz las acciones eran simples monólogos o di-! 

logos para pedir solución al pletto, como más adelante det~ 

llaremos. (43) 

43.- ARANGIO RUIZ, V, Qbra citada. pág. 47 
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En la ser.unda etana, comúnmente conocida como 

periodo Formulario, ya existe una tarea, una •unc16n Pú-­

bica, con encargados profesionales y oficiales, con fun-­

cionarios estatales, o oubernamentales de administrar iu~ 

ticia, y es entonces cuando aflora la fa~osa definici6n -

de Celso, rara el que "la acci6n es el derecho de perse-­

~uir en juicio lo oue se nos debe" (1~). Aou' se encuen-­

tra un concepto monol1tico, unitario; de tal suerte oue e~ 

te concepto encierra dos relaciones distintas fundidas en 

una sola _v son: 

l. Relación de Acreedor-Deudor (Derecho de -

Crédito). 

2 Por otro lado,Actor-Demandado (Acción Pro 

cesal). 

Decimos que es una concepción monolítica err~ 

nea, poroue una cosa es tener un derecho de crédito; pero 

otra diferente es tener nosibilidad de ir ante tribunales: 

uno es el derecho de crédito y otro el de acción, nero Cel 

so las confiquró en un solo concepto oue incluye por una 

parte, el derecho de crédito, cuando dice lo oue se nos d~ 

be y por otra el de ~erse~uir ese crédito ante el órgano -

jurisdicente, excitándolo, eso es accionar. 

44.- (Nihil aliudestctio, quam iusouiod siQi debeatur iudicio 
~erseauendi) n. 44 - 7 - 51. 
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Durante los siglos siguientes y hasta 1856 -

trajeron como consecuencia que se agregare algo al concepto 

del jurista Celso antes mencionado y éste fue el concepto -

del derecho real, ouedando la definición de la siguiente m.!!_ 

nera; "Es el Derecho de perseguir en juicio lo que se nos -

debe 6 lo que nos pertenece", por lo c:ue desde el siglo II 

con el periódo formulario hasta 1856 se consuma la definición 

de Celso donde se involucra el derecho de activar al juez y 

también de reclamar lo oue se nos debe ó derecho de crédito 

y que vienen a ser dos casos diferentes: 1) El derecho de -

reclamar y ; 2) El derecho reclamado. 

Además hubo otro periódo oue fue el periódo 

de la Extraordinario Cognitio; y de este concepto se alega 

se le agregó el de derecho real (lo que nos pertenece) en -

algunas acciones 2.!!. ~· (45) 

Periodo de las Acciones de la Ley: Seqün di­

ce el profesor Humberto Cuenca (46) en su 1 i bro el "Proceso 

Civil 'Romano", este periódo presenta características 11ue r.!t 

sume de la siguiente manera : 1) Era un sistema ~ue necesf 

taba precisión ; 2) Una solemnidad completa y ; 3) El far:. 

45.- Según se lee en Savigny, al hablar de las ~~· Toma~o de FLO­
RES GARCIA, Fernando, voz: acción r>ara r'Jicc1onar1r. ·1uridico "~xi­
cano, Instituto de Investioacione·s Juritficas, UNA:.!. Tomo I, f\ 11. 
Hei<Tco 1982.; o bien. como· verenos al estudiar las acciones de la 
ley un poco mas adelante. 

46.- CUENCA, Humberto. ''Proceso Civil Romano". Ed. E.J. F..A,, Buenos A.!. 
res, Argentina 1957. pág. 33. 
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malismo herm~ttco que habTa que seguir en c3da una de las 

acciones al momento de ejercerlas, como actitudes sacra­

mentales. 

A continuación trataremos de explicar un poco 

m4s ampliamente estos tres conceptos que nos menciona --­

Cuenca. {47) 

1).- La precisión : En la peticiBn que ib~ en 

la demanda que se hacia al juez, utilizando la fórmula de 

la Ley, no podfa aquel la contener una pret:ensión en mayor 

ni en menor grado de lo que se le debfa. 

Asi, como ya se menciono, estos textos de las 

f6rmulas fueron privilegio y secreto de los pont:ifices -­

hasta que Gneo Flavio public6 el formulario de las AccfQ­

nes y a esto se le llam6 Ius Flavionum. 

2),- En cuanto a su solemnidad, ello se debió 

a que la palabra y el rtto tuvieron un poderoso misticis­

mo en cuanto a ser requtsitos para su extstencia jurídica. 

3J .• ~ La Sacra mentalidad : Se debe a la canti 

dad de ceremontas y gestos de ortg~n reltgtoso que se tn­

cluían dentro del procedimiento de que se tratara, carac­

tertstica quP va tntimamente relacionada con la solemni-­

dad que se debe en las palabras, e incluso el error en una 

de ellas podia llegar a acarrear la inexi"stenci'a del acto, 

47.- Obra cttada. pag. 39 .. 
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Las cinco Acciones de la Ley han sido clasifi­

cadas y las tres primeras son acciones declarativas ya que 

por medio de ellas el reclamante se hacia reconocer el de­

recho por el invocado; en tanto que las dos ültimas eran -

formas particulares de ejecución, una vez que el dCtor ob­

tenfa una sentencia a su favor o una confesión del demand! 

do delante del Magistrado. (48) 

Pero seria conveniente detenernos un momento 

para analizar brevemente que fueron o en que consistieron 

cada una de estas Acciones de la Ley. 

1).- L~GIS ACTIO PER SACRAMEttTUM : \la acción 

de la ley por la Apuesta Sacramental). ~sta podia ser ut! 

lfzada tanto para el rescate de una cosa (rPall, como pa­

ra exigir el cumplimiento de alguna obligación \personal). 

Las partes se comprometian bajo un juramento 

a entregar el producto de una apuesta en beneficio del -

Estado por aquél que resultara vencido en el litigio. 

48.- FOIGNET, René. Manual elemental de Derecho Romano. Tra­
ducciún Lic. Arturo Fernandez Aguirre, Ed, Jose Ma:- Cajica 
Jr. Mi!xi'co, 19.48: pág. 24!i. 
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En el desarrollo formal de esta accion declara­

tiva, esta había dos fases, una!!! IURE, que después de ha­

ber notificado al deudor, los litigantes comparecían ante -

el Magistrado, realizando ante ~I una serie de gestos ritu~ 

les, muy representativos para dar mayor solemnidad o forma­

lismo al procedimiento. (49) 

La apuesta que se fijaba debería ser entregada 

inmediatamcnte,aunque con posterioridad ya se permitió ta~ 

bién garantizar su pago. Una vez hecho esto los litigantes 

de común acuerdo deberían elegir a un juez y en su defecto 

el Pretor podía recomendarles uno o simplemente dejarlo a 

la suerte. 

Más tarde, se presenta la segunda fase del pro­

cedimiento que es la etapa ,!1:!. IUOITIO, que se desarrollaba 

ante el juez, en la plaza pública y delante de testigos que 

habfan presenciado el anterior debate formulado ante el Pr~ 

tor. 

Siguiendo con el procedimiento se menciona que 

el juez oía a las partes y verificaba las pruebas por ellos 

presentadas, sin poder suplir ninguna y antes de la puesta 

del sol se dictaba la sentencia , la cual era oral y sin -

efectos coactivos, puesto que el juez o árbitro no gozaba 

de autoridad pública (IMPERtUM) para hacer cumplir sus de­

cisiones. 

49.- CUENCA, obra citada, pág. 42. 
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2) .- LEGIS ACTIO PER IUDICIS POSTULATIONEM: En 

la~ actio iudicis postulatio las partes se limitaban 

a pedir al magistrado que les designara un juez pero sin la 

celebración de apuestas procesales y había, como sostiene -

Cuenca, dos casos de esta acción de la Ley: 

lJ.- "Cuando no se trataba de una decisión afi~ 

mativa o negativa, respecto del derecho que el actor preten­

día tener, sino de la división de una copropiedad o herencia, 

del deslinde de unos terrenos o de la fijación de daños y -­

perjuicios". 

2).- "Cuando se trataba de la determinación de 

derechos y obligaciones nacidos~ stipulatio~· (50) 

La~~ Condictio. \El emplazamiento). -

Esta otra acción de la ley también era declarativa y proce­

d1a cuando el actor reclamaba un bien determinado o una su-

ma cierta de dinero, su ventaja, al parecer de Margadant 

{51), era de tipo práctico y consistió probablemente en la 

existencia de un plazo extraordinario de treinta días, que 

fue insertado en el procedimiento entre la primera audiencia 

que se realizaba ante el pretor, y la segunda, en la cual d~ 

bta ser nombrado el iudex (Juez). 

Dicho plazo se piensa daba lugar a un arreglo 

extraoficial o mejor, extrajudicial entre las propias partes. 

50.- CUENCA. ~citada. pág. 49. 

51.- MARGADANT. Obra ci'tada. pág. 148, 
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Es tiempo de que nos encarguemos de analizar -

aunque sea con brevedad de las dos acciones restantes que c~ 

rresponden a los de tipo ejecutivo, siendo ellas, la ~ -

Intectio y la Pignoris Capio. 

Legis Actto ~ Manus Iniectio. Tal y como lo 

relataba el profesor Humberto Cuenca (52), esta acción era -

la aprehensión material que el acreedor o ejecutor hace de su 

deudor o de su ejecutado. 

El magistrado autorizaba al acreedor a apode-­

rarse de la persona del deudor, a quien ponía la mano sobre 

el cuello y lo llevaba a su casa, donde lo encadenaba. Des­

pués, podia venderlo o matarlo, st vencido el plazo no pag'ª­

ba lo debido. 

Se ha sostentdo que la ~ Iniectio fue el 

mis anttguo sistema de justtcia romana y también el mis cruel 

de todos. Aunque cabe apuntar que no falta autor que deduce 

un mayor sentido práctico a los romanos y que la opción más 

frecuente a que acudía el acreedor era la de vender al deu-­

dor y sólo sacrificarlo en oportunidades excepcionales, ima­

gtnemos, por ejemplo el caso de odto personal o de venganza. 

La Legis Actio Pignoris Capio. Esta se puede -

resumir en que era un modo de ejecutar un embargo sobre una 

cosa generalmente mueble y su desenvolvtmiento ritual ofrece 

tres aspectos principales~ Al Su procedimiento se lleva fue-

52, .. CUENCA; Obra citada. pág. 49. 
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ra del tribunal, el acreedor obra por su cuenta contra el 

deudor y sólo tiene la obligación de pronunciar las pala­

bras solemnes delante de tres testigos. B) Se puede emba~ 

gar la cosa en presencia o en Ja ausencia del deudor, sin 

notificación o aviso alguno; y CJ Puede actuar tanto en -

dias fastos, como en dlas nefastos. 

PRUCEUIMIENTO FORMULARIO 

Debido, quizás, al excesivo ri9orismo del proc~ 

dimiento de las acciones de la ley a la expansión de la -

ley quiritaria y a que un liberto llamado Gneo Flavio p~ 

blicó a mediados del siglo V, las fórmulas sacramentales e~ 

elusivas, se divulgaron, fue surgiendo en forma paulatina 

el procedimiento formulario que, con la ley Aebutia , lle­

gó a sustituir al anterior régimen. 

Por otra parte, el procedimiento de las accio-­

nes de la ley sólo era aplicable como ya vimos anteriorme~ 

te a los ciudadanos romanos, por lo que no se extendía ni 

resolvía las controversias surgidas en las relaciones entre 

peregrinos ~entre éstos y los ciudadanos. 

Recae por tal razón, la labor fundamental en el 

pretor peregrino, por medio del procedimiento formulario, 

en el que las fórmulas ya no eran escritas únicamente y del 

dominio del Colegio de tos Pontífices. 
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Como en el anterior periodo, si no ya eran or~ 

les y no constaban de tanto ritualismo como eran en el -

periodo de las acciones de la ley. 

Asi pues podemos decir que la fórmula era un 

"Comprimido juridtco" elaborado por el pretor, a dispo­

sición de los litigantes, que es un silogismo que tiene 

dos premisas y una conclusión. 

Las partes más importantes d~ la fórmula eran: 

a) !:.! demostratio; 

b) !:.! intentio; 

c) !:.! adiudicat10; y 

d) La condemnatio. 

a) ~ Demostratio Es la parte que contiene 

el fundamento jurJdico de la Demanda. 

b) .!:.!!. Intentio : Es el segmento que encierra 

lo que desea el actor en otras palabras, es la pretensión, 

es la aspiración jur1dica del actor la que ~e encuentra -

contenida en esta parte fundamental de la fórmula. 

cJ !:_! Adiudicatio : Es el elemento de la fórmu 

la en el que se autoriza al juez a ot~rgar algun derecho 

o bien al litigante vencedor, del pleito. 

d) ~ Condemnatio : Era ésta la parte final de 

la fórmula, es en la que el pretor autoriza al juez para -

condenar o absolver, de acuerdo con el resultado de la in­

vestigación de los hechos y las pruebas ofrecidas y rreseil 

tadas. 
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Descritas las partes principales de la fórmu­

laJ debemos tambi~n de atender a las llamadas "partes" acce­

sorias" de la fórmula. 

Son las que vienen a dar Mayor fluidez y ec~ 

nom1a en los juicios, y son accesorias ya que no era indis­

pensable que el pretor las incluyera en la fórmula. Entre -

ellas encontramos a la Proescriptio y a la Exceptio como pa~ 

tes accesorias a la fórmula . 

.!:.!!. Proescriptio: Va a la cabeza de la fórmula: 

"Si diez o veinte anos no han transcurrido", decia el pretor 

y esta advertencia era una orden que limitaba al campo de la 

discusión y eliminaba investigaciones inútiles, por el adve­

nimiento de figuras o derechos ya no operantes. 

~ Exceptio: Es el medio concedido al demand~ 

do para rechazar la demanda del actor mediante hechos modif! 

cativos o exintivos de la actio del demandante. Stn embargo, 

convendrfa reflexionar un tanto sobre esta f lgura o fuerza ~ 

defensiva del reio, ~ue con una visión m<1s av11nzada no resu}_ 

ta accesoria, sino el poder jur1dico f!Ue configura el 1 itigfo. 

· ·tia·sific·a·ct~ri' de •ias f6rmulas :· Hay dos gran .. 

des clasiftcaciones : 

La formula· di! 'liecho. --- .....-~ 

fi ·r6rmuia d~ ·der·ectlo. 



- 55 -

En las fórmulas de hecho simplemente se contenfan 

las cuestiones que se concretaban al hecho mismo de que se 

trataba, referidas al acontecer fáctico motivo de la contie.!l 

da. En tanto que las fórmulas de Derecho: Se discutfan cues­

tiones de órden jurfdico, como la existencia o no de un con­

trato de compra-venta, arrendamiento, depósito, etcétera. 

Continuemos con una condensada revisión del Ter-

cer Perfódo, que fue el periódo extraordinario en el cual al 

decir del maestro Eduardo Pallares (53) la palabra acción -

pierde el significado especial que tenia en el procedimiento 

formulario. Es todavfa el derecho de perseguir en juicio lo 

que se nos debe; pero es necesario que este derecho se nos -

conceda previamente por medio de un magistrado. 

Además, la acción procesal en la etapa del peri~ 

do extraordinario, a diferencia del periodo formulario, no 

era necesario que fuera la instancia promovida por un Magi~ 

trado sino que ésta podfa ser promovida a instancia de cual 

quier persona particular, sin los ritos y formalidades que 

en el periodo inmediato anterior eran requeridos. 

De esta manera se consagra la definición de Cel­

so acerca de la acción comoqel derecho de perseguir en jui­

cio lo que se nos debe". 

53.- PALLARES, Eduardo~ ·1ratado·de las Acciones Civiles. Comentarios 
al Código de ProceOfriiTeñfoSl:lVlles. Ed. Botas, Mexico 1939. -
p. 23 
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rara algunos autores como el fundador de la es­

cuela h1st6rica del Derecho, Federico Carlos de Savigny, el 

cual expone Dorantes Tamayo en su ensayo "Teor,as acerca de 

la naturaleza de la acc16n procesal": "Existen dos acepcio­

nes de la palabra acc;6n: la. Como un derecho que nace con 

la violaci6n de un derecho; y 2a. Como ejercicio del dere-­

cho mismo. 

A) La acci6n como un derecho que nace con la -­

v1olac16n de otro derecho, en este sentido, el derecho de -

acci6n es el conferido a la parte lesionada para la repara­

ci6n de la violaci6n de sus derechos. 

8) La acci6n como ejercicio del derecho mismo, 

la palabra acci6n expresa tambi~n el ejercicio mismo del d~ 

recho, y entonces, en la hip6tesis de un proceso que se in~ 

truye por escrito, esta palabra designa el acto escrito que 

empieza el debate judicial¡ En este último caso, considera­

~os nosotros, la acci6n vendrfa a confundirse con la deman-

da. ( 54 J 

Dentro de la corriente monol,tica (que funde y 

confunde en uno solo, el derecho sustantivo con el derecho 

de accionar) como refiere Flores Garcta: "Hay que mencionar 

a Bernardo Windscheid, quien en 1856 habta de sostener una 

celeb6rr1ma polémica con Theodoro Muther. 

54.- DORANTES TAMAYO, Luis. Teor,as acerca de la Naturaleza de la 
Acc16n Procesal. "Rev1staaeíí müTfaodeDerechoaeMex1Có". 
~XX, num. 117. p!g. 779. 
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En esa época se hacta referencia a una ~ 

Recht, que era un concepto no privatista, de un derecho 

dirigido al Estado a través de los órganos jurisdiccio­

nales, 

Para Windscheid la act1o era el derecho ma­

terial que con su violación adquiere una fase, que es el 

Anspruch o pretensión, entendida como la afirmación de 

que uno es titular de un derecho. La acción significa te 

ner una pretensión reconocida por el Derecho. La acción 

es un derecho a la eliminación de la violación. El propio 

autor alemán desconoce la existencia del Klage ~. ya 

que según él, hablar de acciones en lugar de derechos es 

una falsificación, ya que pertenecen al Derecho procesal 

y no al Derecho sustantivo. En el otro extremo de la po­

lémica, se hallaba Muther, quien con sus argumentos puede 

ser considerado como el iniciador de otra de las importa!!_ 

tes posturas acerca de la esencia de la acción procesal, 

o sea, la doctrina de J.2_ autonomfa ~!!.acción. 

Para Muther con la violación del derecho el 1,g_ 

sionado no tiene una pretensión particular a la elimina-­

ción de esa violación, sino un derecho público dada la -­

prohibición de la autotutela a la coacción de la tutela -

del Estado (la Acción) un derecho autónomo para obtener -

una sentencia favorable (idea a la que se adherirán Wach 

y Kisch). 
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El Estado tiene el derecho público a la elimin!_ 

ción de la violaci6n contra el violador mismo. (55) 

Por otra parte encontramos otra corriente descrj_ 

ta por Dorantes Tamayo que es la teorfa de la acci6n como -

un derecho concreto a la tutela juridica. mediante la obte.!!_ 

ción de una sentencia favorable. Uno de sus sostenedores -­

principales fue el alemán Adolf Wach, quien tomó como ante­

cedente la polémica acabada de mencionar entre Windscheid 

y Muther. y Adolf Wach la desarrolla de la siguiente manera: 

"La pretensi6n de protección del derecho constituye el acto 

de amparo judicial que forma el objetivo del proceso. Ella 

va dirigida al Estado, el cual debe de otorgar tal amparo 

y se dirige a la parte contraria, frente a la cual debe de 

ser otorgada dicha protección. Es la naturaleza de derecho 

público, y no es la emanación ó expresión del Derecho pri­

vado subjetivo, pero ella tampoco es aquella facultad del 

derecho público, de demandar, que compete a cualquiera que 

dentro de las formas establecidas y con un documento jurt­

dico, sostenga una pretensión de protección del Derecho. -­

Frente al derecho civil, esta pretensión es independiente 

en cuanto a sus requisitos previos, sujeta a configuracio­

nes concretas y extraprocesales de hechos. Independiente -

en sus relaciones subjetivas en su contenido y su realiza-

55,- FLORES GARCIA, Fernando, ~citada. págs. 4 y S. 
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ciOn. Es el objeto inmediato del proceso civil". (56) 

Por su parte N. Coviello en su leido libro -

"Doctrina General del Derecho Civil" refiere en el capitulo 

correspondiente a la defensa judicial un inciso acerca de -

este tan debatido tema: "Bajo el aspecto del derecho civil. 

la acci6n puede definirse diciendo que es; La facultad de -

invocar la autoridad del Estado para la defensa de un dere­

cho. Concebida de este modo. la acciOn debe considerarse en 

dos diversos estadios: en el estadio de mera potencialidad 

y en el estadio de actuaci6n. En el primero, su existencia 

pasa casi inadvertida y confundida con el derecho mismo¡ en 

el segundo por el contrario se manifiesta en forma destaca­

da. hasta el punto de revelarse como teniendo existencia 

propia. ya que en el primer estadio no ha nacido todavfa la 

necesidad de la defensa. como acontece en el se~undo. Pero 

la actual necesidad de la defensa, si es condición de la -

ej~rcitabilidad de la acci6n, no lo es de su existencia~ -

el interés en obrar ~resupone un derecho. o sea un interés 

provisto de acci6n. 

Si un interés no está 9arantizado por la le~, 

no toda violación del mismo lu0ar al nacimiento de la acción: 

solo cuando ésta preexista, de potencial que era se convie~ 

te en actual. En esta virtud, nos parece inneqable que la ~ 

acci6n, en cualquier estadio en que se cons1dere; no es un 
'· .. , ...... ·, -·, 

56.- DORANTES TJ\MAYQ, Luts•,-.Qbra·citada~: ~9· 21. 
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derecho que existe por s1, sino una funci6n del derecho su~ 

jetivo. Tal es, 11 no dudarlo, en el estadio potencial, en -

el que ninguno podfa ver en la acci6n una entidad distinta 

del derecho: Constituye un elemento del mismo, forma parte 

de su contenido, pero nada m~s. Tan cierto es esto, que al­

gunos han hecho derivar el nacimiento de la acci6n de. la -­

v1olaci6n del derecho. En el segundo estadio, es claro tam­

bi6n que la acc16n es la misma facultad abst~acta ~ue se d! 

termina y concreta ¡ por lo tanto, ni entonces puede verse 

en ella un nuevo derecho. Y por otra parte la acci6n no pu! 

de considerarse como un derecho 1ndependiente del derecho -

que ~or la misma se hace valer, precisamente por su natura­

leza de medio destinado al fin de garantta de un derecho; -

s61o podr1a considerarse como un derecho accesorio, depen-­

diente. Pero considerar la acción como un derecho accesorio 

es negar el concepto mismo de derecho subjetivo, al que es 

inherente de modo esencial el elemento de la coacci6n, la -

que se manifiesta de ordinaria por d'ia de acci6n ; es cons.!. 

bir el derecho como facultad desprovista de garantfa de la 

que es tan selo un agregado extrinseco. 

Concebida la acci6n como funci6n del derecho 

subJettvo , resulta ociosa la cuestión acerca de la natura-· 

leza especial del derecho de acci6n . Si ésto no es un der! 

cho , ni independiente , ni accesorio , no puede clasifica~ 

se , como algunos antiguos lo hicieron , entre los 
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derechos de obligación, ni como algunos modernos, entre los 

derechos potestativos. Y meno~ puede considerarse como un 

derecho público frente al Estado, porque aún siendo un d~ 

recho por si mismo, es siempre un derecho privado por cua!!. 

to sirve de tutela de derechos de esta fndole, exige la -­

obligación del particular para ejercitarse y sólo después 

de la demanda y dentro de los llmites de la n~is..-~ 0
•'" 

acordarse la defensa judicial. 

Adem&s, puesto que la acción es un elemento del 

derecho, existe aunque la ley no le conceda expresamente, 

precisa, en cambio, una disposición expresa, para que se -

tenga un derecho que no puede hacerse v~ler por vta de ac­

cHin. 

Pero la palabra acción se toma también en otro 

significado: sirve para desatar la invocación efectiva de 

la autoridad jurisdiccional del Estado para la defensa de 

un derecho: y, en este sentido, que se llama formal o prR 

cesal, se confunde con la instancia judicial o simplemente 

con el proceso. Ahora bien, es claro que la acción, tomada 

en este sentido, no es ni un elemento del derecho ni un d~ 

recho en sf mismo, sino un mero hecho, Se distingue de la 

acción en sentido material, como el ejercicio del derecho -

;e distingue del derecho mismo. Pues bien, asi como el eje!_ 

cicio del derecho puede de hecho e~ectuarse por quien no 

tiene el derecho que ejercita, ya abrigue la creencia de t~ 

ierlo, o bien la convicción contraria, así la acción en se!!. 
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tido procesal puede ejercitarse aún por el que no tiene a 

derecho que pretende hacer valer, y aún por el que está 

convencido de no tenerlo. En otros términos, puede existir 

la acci6n de hecho, sin que exista el derecho de obrar. P,!!. 

ro. no obstante esta distinc16n necesaria que hay que hacer 

entre acción en sentido material y acción en sentido formal 

o procesal, no debe desconocerse el nexo intimo que media -

entre los dos.- (S 7) 

Puesto que la facultad de obrar, como el funda­

•ento de la acción en sentido procesal, ésta ser! admitida 

si el magistrado descubre la existencia del derecho, y re­

chazada en la hip6t~sis contraria. 

Sobre este particular el gran jurista mexicano, 

fi16sofo del Derecho Eduardo Garcfa Máynez comenta: ~La as 

ción no pu~de ser considerada como derecho accesorio, por­

que ello equivaldfa a destrufr el concepto mismo del dere­

cho subjetivo. Expresado con otras palabras: Si fuese der.!!_ 

cho distinto del material o sustancial, este último caree!. 

rfa de toda garantfa. 

Por otra parte, resulta erróneo afirmar que se 

trata de un derecho subjetivo público, porque, no teniendo 

existencia aútonoma, participa de la naturaleza del derecho 

57.- COYIELLO. Nicolás. Doctrina General de Derecho Civil. Traducción 
de la cuarta edici6n italiana revisada por LeonaraoCoviello. -
Traducida por Felipe J. de Tena. Editorial UTEHA, México, 1938, 
plgs. 537 y siguientes. 
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a que se halla vinculado o, lo que es lo mismo del carácter 

privado de este último. (58) 

Además, en lo personal estimo que la versi6n 

sobre la acci6n procesal de Coviello reviste semejanzas (a 

varios, muchos aHos de distancia) con el pensamiento origi 

nal de Wind scheid, en especial al senalar que la acci6n -

debe considerarse como un mismo derecho en dos diversos e~ 

tadios: uno, de mera potencialidad; y, otro de actuac16n, 

que como ya transcribimos lineas arriba, mucho hace remem~ 

rar al Ansprusch del ameritado opositor de Muther. 

El gran fil6sofo creador de la escuela vienesa 

Hans Kelsen estima "que el derecho subjetivo no puede conc~ 

birse independientemente de la facultad de pedir de los 6r­

ganos jurisdiccionales la aplicaci6n del acto coactivo. en 

aquellos casos en que el obligado ha faltado al cumplimie.!l. 

to de su deber. Si la ley no hace depender de la declaración 

de voluntad de un particular la imposición de las sanciones 

que la propia ley senala, no hay, estrictamente hablando, -

derecho subjetivo. Es incuestionable que el derechohíbien-­

te tiene la facultad de reclamar del obligado el cumplimie~ 

to de su obligación, como tiene la de exigir que se le san­

cione en caso de inobservancia; pero no se trata de dos de­

rechos diferentes, sino de un solo derecho de dos relaciones 

58.- GARCIA MAYNEZ, Eduardo. Introduceión·a1 ·Estudio del Derecho, Tr.!. 
gésima primera edición, Ed, Porrua, HeXico 1980,-pag~ 
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distintas. 
La primera facultad sólo puede ser considerada 

como elemento de un derecho subjetivo en cuanto la segunda exi~ 

te. O, expresado con otras palabras: si no hay acción, tampoco 

hay derecho subjetivo. Coltgese de lo expuesto que la facultad 

correlativa de las llamadas obligaciones naturales no es, de -

acuerdo con la tesis que examinamos, un verdadero derecho, ya­

que el pretensor no puede pedir, en caso de incumplimiento, -

que se sancione al obligado. 

Pero ya hemos visto como el derecho a la prest!_ 

ción puede existir desligado de acción, y viceversa. 

A estos asertos, Garcta Máynez replica que la -

doctrina de Kelsen no explica los casos en que no ha habido in­

cumplimiento de un deber, y sólo se pide, por ejemplo, la decl!, 

ración de que una persona X está exenta de una obligación (acci~ 

nes de mera declaración negativa). Tampoco explica ~1 caso de la 

acción infundada ni, en el supuesto contrario, el del derecho de 

contradicción", (59) 

El mismo autor Hans Kelsen escribe "Es indudable 

que el legislador concede al acreedor el derecho de exigir la d~ 

volución de su dinero y al propietario la facultad de disponer -

de su propiedad, precisamente en cuanto supone que, por regla g~ 

neral, el acreedor está interesado en cobrar lo que se le debe y 

el propietario tiene interés en que los demás no le impidan que 

disponga de lo que es suyo. El Legislador da por supuesto que -­

los individuos tienen, en ciertas condiciones, determinados int~ 

59,- GARCIA MAYNEZ, Eduardo,'~~· pág, 232, 
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reses, y trata de proteger algunos de 6stos. Pero el derecho 

existe incluso en aquellos casos en que -contrariamente a lo 

que el Legislador suponfa no existe realmente ningún interés. 

El derecho subjetivo tiene que consistir, por ende no en el 

presunto interés, sino en la protecci6n jurfdica.6La que el 

Legislador da un tipo de interls consistente en establecimferr 

to de normas jur,dicas de cierta naturaleza~ El Derecho del -

acreedor es, por consiguiente, la norma jurfdica por la cual, 

otros individuos son obligados a no interferir con el propf~ 

tario en la disposfci6n de su derecho. El derecho subjetivo 

es en resumen, el mismo derecho objetivo. (60) 

Estas expresiones vienen a confirmar el original, 

cuanto interesante punto de vista del autor austriaco, de -­

que no existe derecho subjetivo, si el Legislador no ha ere!!_ 

do una proteccidn jurfdfca; no hay derecho subjetivo si no -

.hay acci6n. Esto se justiffcarf a en torno a la eficacia y a 

la realizaci6n pr!ctica del derecho subjetivo. Pero cabe pr~ 

guntar sf aGn en una concepcfdn monolftica (unf6n del derecho 

sustantivo con la acci6n procesal) habrfa errores legislati­

vos de establecer un derecho subjetivo sin su correlativa as 
cf6n¡ o viceversa, reglamentar una acc16n procesal que corre! 

pondfera a un derecho (sic) subjetivo no previsto. 

Por su parte el profesor italiano José Chfovenda 

en su famosa obra "Prfncfpfos de Derecho Procesal Cfvfl", e~ 

presa su pensamiento acerca de lo que es el derecho de accf 6n 

60.- KELSEN, Hans; ·reorfa·General 'del Derecho 'i.. del ·Estado. Traducc16n 
por Eduardo GarcTall"&ynez, 2a:-fdTC10ñ"'revfsa<fa-;-1ñiiirenta Univer­
sitaria. México 1958, p!g. 94. · 
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procesal: Entre los derechos potestativos, encuéntrase la -

acciBn procesal, es el poder jurfdico de dar vida a la con­

dfciBn para la actuacidn de la voluntad de la ley, es un -­

bien y derecho aut6nomo, qeneralmente nace del hecho de --­

quien debfa conformarse con una norma garantizadora de un -

bfen de la vida ha transgredido la norma. Por eso buscamos 

su actuacf6n independiente de su voluntad. (61) 

'~~es un derecho potestativo dice ,. __ 

Chiovenda ya oue los derechos se dividen principalmente en 

dos grandes categorlas: Derechos a una prestaci6n y dere-­

ehos, ·potestativos. 

Los primeros tienden hacia un bien de la vi~ 

da que se consigue en primer lugar mediante la ~rcstaci6n -

positiva o negativa de otros sujetos, y se subdividen en d~ 

rechos ibsolutos y ~elativos¡ reales y personales. 

Los segundos tienden a la moriif icación del 

estado jurfdfco existente. 

Esta última categorfa se contrapone a la pri 

mera. En los derechos potestativos falta por completo la _,: 

obl i'9aCi'Qn de una persona de hacer una pres tac i6n. 

Hay casos en los que la ley concede a algunos 

el poder de influir con la manifestactdn de su voluntad so-­

bre la cond1ci6n jurfdfca de otro; sin el concurso de la vo7 

· :lunt~d ,d&, &ste; 

61.- CHIOVENDA, José~ Principios.dé Derecho ·proc~sal Civil. Traducción 
de JosA Casais y Santald. Editorial Reus, s:A. Madrid 1922, Tomo I 
p&gs. 57 a 78. 
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a) Haciendo cesar un estado de derecho o una 

sftuacf6n jurfdfca existente ; o 

b) Produciendo un nuevo derecho, una nueva -

sftuacf6n o un nuevo efecto jurtdfco. 

Asf ta ley, por determinados motivos, conce-

de: 
Al c6nyuge, et poder pedfr ta separación per 

sonat o la separación de la dote; 

Al contratante, el poder de impugnar el con­

trato o rescindirlo; 

Al mandante y al donante, el poder Pevocar el 

mandato o la donaci6n; 

Al vendedor, el poder de rescatar et fundo o 

de pedir ta rescist6n por les16n; 

Al cond6mtno y al socio, el poder de obtener 

la divisi6n, la cesaci6n de la comunidad, la disoluctón de 

1 a soc i"edad; 

Al propietario, el poder de pedir la comunf·­

dad del muro colindante, el deslinde~ amojonamiento; la ~~ 

concesión de una servidumbre de acueducto o de paso sobre -
\ 

el fundo ajeno y la supresi6n de servidumbres semeJantes 'S~ 

bre su propio fundo; 

Al empresario de una industria elªctr1ca; el 

poder de pedtr la servidumbre de conducct~n de energ1a ~~ 

el!ctrtca~ 

Al concesionarto de una lfne~ telefónica, el 
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poder de pedir la servidumbre de tendido de cables; 

Al que debe realizar una obra de utilidad pú­

blica, el poder de expropiar los fundos necesarios, etcétera. 

Todos estos poderes o facultades tienen de -

común la tendencia ~ oroducir .!!.!l ~ Jurfdico ~ ~ -

~ !!.!!. suJeto y a cargo de otro, el cual no debe hacer nada, 

ni nada puede hacer tampoco para apartar de sí ac:uel efecto, 

quedando ·sujeto a su producci6n. 

No se puede negar la autonomía de estos pode­

res: El poder de.hacer·~ un derecho, nada tiene que ver 

con ningan otro derecho¡ y el poder de ~oftsit~ui~ un derecho, 

no se puede confundir con un derecho que no existe aún, ni -

siquiera en el estado de ·derecho ·1atente, expresión vaga y -

privada de significado jurfdico. t62) 

De la misma forma encontramos plasmado en el 

ya tradicional libro del extinto profesor uruguayo Eduardo J. 

Couture denominado "Fundamentos del Derecho Procesal Civil", 

en donde expone que la acción es1 "El poder juridtco que ti~ 

ne todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdic­

cionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión, 

Es por esta circunstancia, continua aseverando el autor, ~ue 

en tanto el tndividuo ve en la acción una tutela de su propia 

personalidad, la comunidad ve en ella el cumolimiento de uno 

de su más altos fines, o sea la realización efectiva de la -

~arantfa de iusttcia, paz, de seguridad, de orden, de liber~ 

62 ... DURANTES TAMAYO, Luis. "Teorfas acerca de la Naturaleza de la Ac,. 
ctdn·Procesal". 
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tad, consignados en la Constituci6n. (63) 

La postura del autor sudamericano llega al e~ 

tremo de opinar que la acci6n procesal es una hip6tesis del 

derecho pOblico subjetivo de qpetici6n", que trasplantado a 

nuestro ámbito consitucional, supondr1a el ejercicio de una 

garant~a consagrada en el artfculo octavo de nuestra Ley S~ 

prema; criterio harto discutible y ya disputado por varios 

escritores de los ramos constitucional y procesal de nues-­

tro pa1s. 

De esta manera después de haber hecho un br!:_ 

ve bosquejo de la evo1uci6n del concepto, en el cual desta­

camos en el Derecho Romano formulario una conce~ción de ti-

po mono11t1~o. en donde se confunden y funden en uno solo ~ 

el derecho sustantivo con el derecho de accionar. Crea una 

fuerza tal esta corriente que prácticamente perdura hasta -

1856, cuando Windscheid sostiene una célebre rolémica con -

Muther sobre este tópico, ya que se hacfa referencta a un 

'Klage recht, oue suponía una óptica no privatista, de un d~ 

recho dirigido al Estado a través de los órganos jurisdiccfo 

nales. En tanto que para Windscheid la actio no era más que 

el derecho r.iaterial que con su violación deviene en una fase 

que e.s el' Ans·orucli o pretensilln, entendida como la afirmación 

de que uno es titular de un derecho. La acct6n significa afirma 

63.,. COUTURE, Eduardo J. Pundámentos 'de 'Derecfio 9rocesSll Chiil. Terce 
cera edidón (P.6stUJ¡laJ. reimpresi6n 1nalteraaa, Ea, De palma, Bu~ 
nos Aires 1966. p.1g. 57 y s ig. 
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Wfndscheid tener una pretensi6n reconocida por el Derecho, 

La acc15n es un derecho a la elfmfnacf6n de la vfolaci6n.­

AsT el propio autor desconoce la exfstencfa del Klagerecht 

ya que para Al, hablar de acciones en lugar de derechos es 

una falacia, ya que ambos pertenecen al campo del derecho­

procesal y no al derecho sustantivo. 

Por su parte Muther, propone la teorfa de la 

Au·ton·omh' "de· J.!.-~. ya que para él con la vfolaci6n del 

derecho el lesionado no tiene una pretensf6n particular ha­

cia la el1minaci6n de esa violacf6n, sino un derecho públi­

co dada la prohfbicf6n de la autotutela a la concesi6n de -

la tutela del Estado (la accf6n) un derecho aut6nomo para -

obtener una sentencia favorable (idea a la que se adherir!n 

Wach y Ktsch), El Estado tiene el derecho a la eliminaci6n 

de la violac16n contra el violador mismo. Luego, acci6n y ~ 

derecho sustancial no son tdAnticos pues sus obligados son 

distintos, 
De esta manera Wach nos explica que la acci6n 

procesal no nace de la pretensi6n compulsiva del derecho su_t 

jetfvo material, sino que es independiente y pOblico, y se 

dirtge hacia el Estado y contra el adversario, procurando la 

tutela estatal, no pudiendo ser ejercitada por cualquiera, -

de al H que se mencione una· Teorfa de· l!. ~ ~ !!..!!. ~ 
·~-Concreto·~ Ji tutela Juddfca EE!. medio de ~ sentencia 

"favorable. 

MSs tarde Plotzs y Dege~ Knlb apuntalan varias 
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criterios sustentados anteriormente por Muther. al rechazar 

la idea del Anspruch de Windscheid y al confirmar la idea -

de la autonomfa de la acci6n procesal respecto del derecho 

sustancial. 

La acci6n es un derecho abstracto de todo su­

jeto hacta el Estado para ser otdo en vfa legal, que emana 

del proceso y mediante ~ste se desenvuelve como un derecho 

a la sentencia. Siguiendo con argumentos contundentes con­

tra la doctrina tradicional mencionan la posibilidad de --­

ejercitar la accf6n procesal sfn tener derecho substancial, 

como en los cl&sicos ejemplos de las obligaciones naturales 

o del "no nacido" derecho de CrAdtto derivado de deudas de 

juego de azar flfcitos en los que se pone en mov;miento, se 

activa el 6rgano jurisdicctonal. sin un previo basamento de 

un derecho material, 

En fin, creemos que esta polAmica, ardiente e 

inacabable todavfa se enriquecerá con otros ingredientes -­

académicos, legislativos y jurisprudenciales que en el fut~ 

ro surjan, con nuevos puntos de an!lfsfs y observación, lo 

que no mermar! el indudable interAs del tema, 

La acci6n procesal y su antagónica fuerza prS!_ 

cesal, la excepcion, son t6ptcos centrales de la Ciencia -­

Procesal, ya que son poderes que impelen, que provocan la -

actividad dectsoria de los conflictos, la importante función 

jurtsdtcctonal • 
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J u R I s D I e e I o N 

Esta es una voz oue tiene nran variedad de d~ 

finiciones y connotaciones tales como las oue encontramos en 

nuestra modesta investigaci6n y nos ~ermitiremos citar en al 

qunas ocasiones textualmente oara asf poco a poco ir interná~ 

donas en el tema en nuestro intento de su explicaci6n. 

Jurisdicci6n (del latfn -jurisdictio-tionis) 

poder o autoridad que tiene uno para qobernar o poner en ej~ 

cuci6n las leyes, o para aplicarlas en juicio. (64) También 

de ius -derecho, recto, y dicere, proclamar, decir. (65) 

Primero aludiremos a connotaciones genéricas 

de la jurisdicci6n, as' se entiende: 

Término de un lugar o provincia. 

Territorio en que el juez ejerce sus facult~ 

des de tal. 

Autoridad, poder o dominio sobre otro. 

~unci6n y actividad pública estatal a carno de 

los jueces y los tribunales de justicia. encaminada a garan­

tizar la observancia del Derecho, ya en las relaciones priv! 

das {civiles , mercantiles, etcétera ), ya en las materias 

de carácter público (administrativas, penal, etcétera). 

64.- BECERRA BAUTISTA, José. El Proceso Civil en México. Editorial Po­
rrúa, S. A. México 1974, p. 

65. - FLORES GARCIA, Fernando. Voz acto .1urisdicciona 1 en Diccionario -
Jurldico Mexicano. Instituto de Investioac1ones Jurfdicas, 0Ñ!il1. 
~exico 1982. Tomo J. A,B., pág. 85. Según Pallares, Eduardo.~­
recho Procesal Civil. Editorial Porrüa, S.A .• 1961 p. 283, con -
la idea de que 3urisdicci6n es declarar el derecho se hace refe­
rencia a la facultad de los pretores romanos ~ue no fallaban y -
tramitaban los juicios, sino oor medio de sus edictos declaraban 
el derecho, esto es, tenian una función legislativa de la que -­
a~ora carecen los tribunales. 
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B ecerra Bautista apunta que aún cuando :les 

glosadores discutieron hasta la etimologta misma, todas las 

definiciones quedan reducidas a esta idea b&sica, y a ren­

glón seguido muestra ejemplos de definiciones con esa ten­

dencia (que cabrh advertir que no "todas" la tienen): (C,!!. 

jacio) conocimiento y definición de las causas que compete 

al magistrado por derecho propio; {Donellus) jurisdicción 

es la potestad de conocer y de juzgar de una causa, con la pg_ 

testad anexa de ejecutar lo Juzgado, eso por lo que hace a 

autores antiguos, y entre los modernos (D"Onofrio) entie_!l 

de la jurisdicción como la facultad conferida al juez de -

declarar la voluntad de la ley, con efecto obligatorio para 

las partes y en relación al objeto de tal declaración y de 

efectuar todo cuanto la ley le ordena y le consiente para 

realizar tal fin. {66) 

Debe destacarse una corriente de pensamiento 

que niega la jurisdicción, en la que podemos encontrar a V!_ 

rios tratadistas que enuncia Pedro Lampué en su condensado 

libro .La ·Noción ·del ·~·Jurisdiccional en que transcribe el 

pensamiento primero de DUCROCQ quien sostiene: "El espfritu 

sólo puede concebir dos poderes, el que est& en la ley y el 

que hace que se ejecute, de modo que no hay lugar para un -

tercer poder al lado de los dos primeros". (67) 

66,- BECERRA BAUTISTA, José;·E1 ·proceso civil en M~xico, Editorial Po­
rrüa. s. A,, México, 1974, plg. 5 

67,- LAMPUE, Pedro; ·ta·noeian·de·acto iurisdiccional. Traducción y no­
tas de Jesas Toral Moreno, Ed{tor al JOS, Mex{co 1947, p&g. 13 
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Por su parte. Berthélemy asevera: "Hacer las le­

yes, hacerlas ejecutar, me parecen dos términos entre los 

cu&les no queda lugar •••• A la ejecuci6n de la ley hay que 

asignarle una significación precisa. Va se haga esto fuera 

de toda controversia, o bien, como los jueces, después de 

discusión y conforme a un procedimiento. lNo es en defini­

tiva el mismo acto el que se realiza, acto tan tntimamente 

ligado a la ejecución que no podemos separarlo de ella? (68) 

En la misma corriente encontramos el pensa­

miento del gran jus-filósofo Hans Kel sen quien refiere: "La 

oposición entre legislaci6n y ejecuci6n, comprendiendo en 

este último término (lato sensu) a la vez la judisdicción 

y la administración tpues ambas, en efecto, caben dentro -

de la noción mSs amplia de ejecución de las leyes), reducl 

mos a dos las tres funciones que habitualmente se distinguen 

por otra parte esas funciones, simplemente expresan la rel~ 

ción de dos sucesivas etapas en el proceso de creación del 

Derecho". (69) 

El mismo autor con posterioridad al escribir 

sobre la naturaleza de la función judicial muestra sus ideas: 

"La separación del poder judicial y el poder ejecutivo s6lo 

es posible en una medida relativamente limitada. La separa­

ción estricta de los dos es impracticable, puesto que los -

68.- LAMPUE. Obra y·localización. citadas. 

69.- LAMPUE; ·obra citada. págs. 15 y 16. 
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dos tipos de actividades usualmente designadas por esos -

términos, no implican funciones esencialmente distintas. 

La judicial es de hecho ejecutiva. exacta­

mente en el mismo sentido que la función que ordinariame~ 

te designase con tal palabra. La ejecutiva, a su vez, co~ 

siste en la ejecución de normas generales. lQué especie -

particular de ejecución de las normas generales es llama­

da "judicial"? 

La cuestión solamente puede ser respondida 

por medio de una descripción de las actividades ttpicas de 

los tribunales civiles y penales, La función judicial con_ 

siste esencialmente en dos actos, En cada caso concreto: -

1} El tribunal establece la existencia de un hecho califi 

cado como acto antijuridico civil o penal por una norma -

'general aplicable al propio caso, y 2) El tribunal ordena 

una sanción civil o penal estipulada en forma general por 

la norma que ha de aplicarse, El procedimiento judicial -

tiene usualmente la forma de una controversia entre dos -

partes. Una de ellas pretende que el derecho ha sido vio= 

lado por la otra, o que ésta es responsable de una viola­

ción jurTdica cometida por otro individuo, y la parte co~ 

traria niega que este sea el caso. 

La sentencia judicial es la resolución de 

una controversia. Desde el punto de vista de la norma ge­

neral que tiene que ser ejecutada a través del ejercicio 

de la functón judicial el carBcter polémico del procedi--
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miento judicial de los tribunales penales, su ~ácter en 

cierto sentido polémico es obviamente una simple formali­

dad. 

Serfa también un error caracterizar la fu.!!. 

ci6n judicial como un procedimiento por el cual se deter­

minan ciertas obligaciones y derechos de las partes en pu~ 

na. El punto decisivo es que las obligaciones y derechos -

de las partes se establecen mediante ta determinación dequeun 

acto antijurfdico ha sido cometido y la imposición de ta -­

sanción respectiva. 

Primariamente el tribunal establece que un 

acto antijudfdico (civil o penal) ha sido cometido, y re-­

suelve acerca de la sanción aplicable. Sólo de la manera -

secundaria se crean, a través de aquella decisión, obliga­

ciones y derechos de las partes. (70) 

Para el peculiar jurista francés L. Duguit 

(71) lo judicial es distinto y legalmente independiente -

de la autoridad administrativa definiéndola por ello de una 

manera formal. 

Al continuar el mismo autor afirma que ta.!!. 

to las autoridades judiciales realizan actos jurisdiccio­

nales (aunque muchas veces también llevan al cabo actos -

administrativos); como las autoridades administrativas re!_ 

lizan a su vez actos de carácter jurisdiccional es necesa-

70.- KELSEN, Hans;·reorfa·General del Derecho y del Estado. Traducción 
de Eduardo Garc1a Maynez. Facultad de Derecho. ONAM. 198 • pp. 323 y 324. 

71,- Citado por LAMPUE. Obra ·cftada.pág, 13. 
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rio abstraerse del carácter de los organismos que lo _eje!. 

cen. 

En un pasaje fundamental de su pensamiento, 

el famoso tratadista, que conmovió las ideas jurfdicas de 

principios de este siglo seftala: "De esta manera se advie~ 

te que la función del juzgador, sin dejar de ser, esencial 

mente, la función jurisdiccional, se ejerce con arreglo a 

dos hipótesis diferentes: Por la primera, es decir, por el 

derecho subjetivo, interviene, desde luego, en el caso en 

que se plantea una cuestión sobre la existencia o la exte~ 

sión de una situación de derecho subjetivo (no llamamos a 

esta situación una contienda); el juez hace constar, en Vi!. 

ta de los elementos de derecho y de hecho que en ella con­

curren, la existencia o la no existencia de esta situación; 

si reconoce su existencia, entonces determina la extensión 

de la misma y adopta una decisión, que es la consecuencia 

lógica de aquel reconocimiento y ordena la manera de real! 

zar esta decisión, estableciendo la verdadera situación·j!!_ 

r{dica, bajo la sanción directa o indirecta de la compulsión. 

La función jurisdiccional interviene, en S!. 

gundo lugar, o se.a en jurisdicción objetiva, cuando se pla.!!. 

tea la cuestión de averiguar si el derecho objetivo, la ley, 

ha sido o no violada, ya mediante un acto público, o privado, 

realizado con intención de crear una situación de derecho, 

ya por un hecho no jur,dico; si la autoridad reconoce y hace 
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constar que ha habido violaci6n, deduce lógicamente la co~ 

secuencia, adoptando una decisi6n que, según los casos, -­

significa la anulación, la separación o la represión del -

hecho que implica la violación del derecho objetivo, y al 

disponer su ejecución, la garantiza además con el empleo -

de la coacci6n o fuerza compulsiva, si hubiere lugar. 

Hay también jurisdicción objetiva, cuando la 

cuestión sometida al juez consiste en saber si se han real! 

zado los hechos y ejecutado los actos que condicionan el n!_ 

cimiento de una situación legal u objetiva en beneficio de 

una persona determinada, consistiendo, en este caso, el pa 

pel del juez en reconocer o rehusar el reconocimiento, a -

aquellas personas, de esta situación legal. En síntesis hay 

jurisdicción objetiva, siempre que se trate de cuestiones -

relativas al estado o capacidad jurídica. 

Sin embargo, con ser motivo de meditación -­

las afirmaciones de Ouguit, el propio pensador de la Escuela 

Positivista, Kelsen, deja entrever una aceptación de la ta­

rea judicial al desarrollar temas como la intima conexión -

de las funciones administrativa y judicial y al estudiar el 

complejo y reciproco cruzamiento de quehaceres públicos en 

lo que denomina "no separación, sino distribución de pode-­

res". (72) 

Avancemos en nuestra exposición sobre el eo~ 

12.~·obra·citada, págs. 323 y siguientes. 

. ~ . . . 
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cepto de la jurisdicci6n, ahora con un sector que con alg!!_ 

nos juristas conserva ribetes de rechazo de la tarea judi­

cial, y en otros que francamente cae en una postura forma­

lista, subjetivista u organicista. 

Lampué comenta que Carré de Malberg quiere 

eliminar todo elemento material de la definición de los -

actos jurtdicos, tal como debe ésta darse conforme al De­

recho positivo francés. Su demostración es particularmente 

vigorosa cuando afirma la imposibilidad de establecer una 

diferencia de naturaleza entre el acto administrativo y el 

jurisdiccional, y la v<1ri.édad de todos los criterios mate-­

ria les que se han propuesto para tal distinción, (73) 

El mismo profesor de la Universidad de Pa-­

ris transcribe a Carré de Malberg para el que el criterio 

de la jurisdicción no es el carácter material del acto, si 

no su forma. El signo distintivo en que se reconoce el ac­

to jurisdiccional es, por una parte, su origen, en cuanto 

es obra de una autoridad especializada para el ejercicio 

de la jurisdicción y, por otra, su procedimiento, en cuan­

to aquel se realizó según las reglas propias de la función 

que consiste en juzgar. (74) 

Alcalá-Zamora y Castillo y Levene hijo con­

signan que Carré de Malberg llega a la conclusión de que -

no siendo posible caracterizar la función por el objeto, -

73.--obra·citada, p. 14. 

74.- Obra citada, págs. 14 y 15, 
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fin o naturaleza del acto, sólo cabe diferenciarla por el 

agente que la ejerce y por la forma en que se desenvuelve 

Con arreglo a ese punto de vista, serian jurisdiccionales 

los actos encomendados a la Judicatura y admfnfstrativos 

los atribuidos a funcionarios del orden gubernativo. (75) 

En nuestro pais, el profesor emérito de la 

Universidad Nacional, Fraga opina que la función judicial 

puede analizarse desde dos puntos de vista: como función 

formal y como función¡ desde el punto de vista formal, -

la fun~i6n judicial está constituida por la actividad de­

sarrollada por el Poder que normalmente dentro del régimen 

constitucional, está encargado de los actos judiciales, es 

decir, por el Poder Judicial. (76) 

Otro profesor administrativista y también 

emérito de nuestra Alma Mater, Serra Rojas. seHala que la 

función jurisdiccional alude a la organización constituci~ 

nal que asigna la tarea de ejercer dicha función del Poder 

Judicial de la Federación fundamentalmente para preservar 

el Derecho, 

Aunque los administrativistas mencionados -

han expresado algunos aspectos complementarios a su canee.e. 

ción organicista o atendiendo al agente realizador del ac-

75.- ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, Niceto y LEVENE, hijo, Ricardo. Derecho 
Procesal Penal. Editorial Guillenno Kraft Ltda, Buenos Aires, 1945. 
fano I, pag. Isa. 

76.- FRAGA, Gabino. Derecho Administrativo. Editorial Porrúa, s. A., -
México, 1979, pag, 46, 
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to, nos permitimos manifestar que dentro de nuestra legis­

lación, incluso a nivel de mandatos constitucionales; no -

resulta aplicable esta doctrina formal del acto jurisdicci~ 

nal. por ejemplo: 

El Poder Ejecutivo Federal entre las facuh 

tades conferidas por la Constitución de 1917, en el arttcu 

lo 89, fracci6n I, posee la discutida facultad reglamenta­

ria, para expedir normas ~ue sin los requerimientos forma­

les de la ley, tiene aplicación general y fuerza obligato­

ria i "Las facultades y obliqaciones del Presidente son las 

siguientes: 

I.- Promulgar y ejecutar las leyes que expj_ 

da el Congreso de la Uni6n, proveyendo en la esfera admi-­

nistrativa a su exacta obscrvanciai 

No falta autor que interpreta ~ue ese texto 

autor ha la.facultad reglamentaria. (77) 

Ahora bien· en realidad la tarea que realiza 

el Ejecutivo en esta hipótesis es auténticamente de crea~-

· ción de normas, es leriislativa, empero, de acuerdo con la 

doctrina examinada, la formalista, tendr1a que ser califi­

cada de acto administrativo. 

Encontramos al Poder Legislattvo F.ederal a 

el cual le son otorgadas facultades exclusivas de la C! 

mara de Dtputados en su arttculo J4 • fracción V~ Co 

77.- FRAGA. Obra ·citada, pág, 110. En contra, TENA RAMIREZ; Derecho 
'·constitucional Mexicano. Porrt1a, s. A., México 1970. pligs:--43/ 

y 438. 
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nocer de las acusaciones que se hagan a los funcionarios 

pOblicos de que habla esta Constitución por delitos ofi­

ciales, y, en su caso, formular acusación ante la Cámara 

de Senadores y erigirse en gran jurado para declarar si 

hay o no lugar a proceder contra alguno de los funciona­

rios pOblfcos que gozan de fuero constitucional cuando -

sean acusados por delitos del orden común. 

Semejante disposición contiene la Constit.!!. 

ción ahora respecto de las facultades exclusivas del Se­

nado en su artfculo 76 fracción VII nos ordena: Artfculo 

76: Son facultades exclusivas del Senado Fracción VII: 

Erigirse en gran jurado para conocer de los delitos ofi­

ciales de los funcionarios que expresamente designa esta 

Constitución. 

Apreciamos que en realidad la tarea que re.!!_ 

liza el Poder Legislativo ya sea tanto en las facultades 

exclusivas de la Cámara de Senadores como de la de Dipu­

tados en este supuesto es la de erigirse en gran jurado 

parlamentario en donde se salen de su función de creación 

normativa para asumir la función jurisdiccional en los C!. 

sos que determine la ley de responsabilidad para funcion!_ 

rios oficiales; esto es formalm•nte una actividad legis­

lativa, pero tal conducta responde a una naturaleza, a una 

esencia, a caracteres del acto jurisdiccional. 

De esta misma manera nos ocuparemos de un -

tercer supuesto que no explica correctamente la corriente 

subjetivista acerca de la jurisdicción, en este caso ref.!!_ 
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r1do al Poder Judicial Federal en el artfculo 97 de la Con! 

tituciGn Pol,tica Mexicana, la cual ordena: Los magistra­

dos de Circuito y los Jueces de Distrito ser!n nombrados -

por la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n. 

De esta h1p6tes1s puede desprenderse que el -

Poder Judicial Federal, por medio de la Suprema Corte de -

Justicia de la Naci6n desempefta una func16n que material-­

mente es de car4cter administrativo, funci6n t'pica de de­

s1gnac1Gn como es el nombrar a los jueces de Distrito y a 

los Magistrados de Circuito y no una funci6n jurisdiccio­

nal de juzgamiento y resoluc1Gn de controversias jur,dicas, 

sino que le corresponder'ª si seguimos a la corriente sub­

jeti vista una catalogaci6n formal. 
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En nuestro parecer es importante asomarse a -­

otros criterios que consideramos igualmente trascendentes, 

acerca del concepto de jurisdicci6n, ya que vendrán a dar­

nos otros puntos de vista, una nueva apreciación sobre lo 

que es el quehacer judicial. 

De esta manera nos encargaremos a continuación 

de estudiar teorfas que podemos calificar de clásicas, como 

las de Chiovenda, seguido por Ugo Rocco; de Carnelutti, el 

estudioso autor italiano, para luego hacer también dentro 

del ambiente de escritores mexicanos una breve compilación 

de lo que ha sido elaborado acerca de los caracteres propios 

de la jurisdicci6n y cu81 es la posición que adopta cada uno 

de los autores. 

Jose Chiovenda plasma de una manera nftida sus 

conceptos y refiere: "Nos parece que la caractertstica de 

la función jurisdiccional es la ·susti'tucióll de una activi­

dad pública a una actividad ajena (Traducción espaílola} -­

alude a este calificativo, que debe ser: substitución por 

la actividad pública). Esta sustitución tiene lugar de dos 

maneras correspondientes a los dos estadios del proceso, c~ 

nocimiento y ejecución: a) En el conocimiento, la jurisdi.s_ 

ci8n consiste en la sustitución definitiva y obligatoria de 

la actividad intelectiva del juez a la actividad intelecti­

va, no sólo de las partes, sino de todos los ciudadanos, al 

afirmar existente o no existente una voluntad concreta de -
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ley concerniente a las partes". (78) El mismo profesor 

italiano continua su exposición refiriendo: "En la senten­

cia, el juez se sustituye para siempre a todos al afirmar 

existente una obligación de pagar, de dar, de hacer o no -

hacer, al afirmar existente el derecho a la separación pe~ 

sonal o a la resolución de un contrato, o querido por la -

ley un castigo. Esta función no puede significarse mejor -

que con la palabra juzgar; pero también esta palabra puede 

entenderse en otro sentido como la de "ninguno es juez. en 

pleito propio". En la jurisdicción háblase de juez en este 

segundo sentido. 

b) En cuanto a la actuación definitiva de la~~ 

luntad declarada, si se trata de una voluntad que no puede 

cumplirse más que por los órganos pOblicos, esta jurisdic­

ción en st mismo no es jurisdicción". Pero cuando se trata 

de una voluntad de ley que debe cumplirse por la parte li­

tigante, la jurisdicción consiste en la sustitución de la 

actividad material de los órganos del Estado a la actividad 

debida, sea que la actividad pOblica tenga sólo por fin con~ 

treftir al obligado a obrar, o que atienda directamente al -

resultado de la actividad debida. 
\\ • ... 

78, .. CHIOVENDA, Josa~- "Pl'fncig1os 'dé ·oeréCho Procesal Civil, Traducción 
de José Caslis y Sintal , Tomo t, Madr1d 1922, Ed, Reus lS, A,l. 
plg. 345, 

79,~"0bt4'Cttada, pág, 349, 
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Continuando concluye este autor "En vista de ~~ 

to, podemos dec1r que: La jurisd1cci6n consiste en la ac-­

tuaci6n de la ley mediante la sustitución de la actividad 

de los 6rganos pOblicos a la actividad ajena, ya sea afir­

mando la existencia de una voluntad de la ley, ya pon1~~d2 

la posteriormente en pr&ctfca". 

Con ulterioridad el autor italiano Hugo Rocco en 

su libro "Derecho Procesal Civil" externa, cu&l es su pen­

samiento acerca de tan debatido tema: "La func16n jurisd1~ 

cfonal o judicial es, pues, la actividad con que el Estado, 

interviniendo a instancia de los particulares procura la -

realización de los intereses protegidos por el derecho que 

han quedado insatisfechos por la falta de actuación de la 

norma jur1dica que los ampara". 

ContinOa diciendo el autor: "Por consiguiente, 

la función jurisdiccional es la func16n del Estado, que tj_e 

ne por objeto la realización de los intereses que defiende 

el derecho objetivo, cuando esta defensa se muestra pr&ctj_ 

camente ~neficaz; es decir, cuando las normas generales de 

conducta, mediante las cuales el derecho quiere proveer a 

la tutela de aquellos intereses, encuentran por el motivo 

que se quiera de incertidumbre o de inobservancia, obstSc~ 

lo a su actuación efectiva. 

La caracter1stica de la actividad jurisdiccional 

reside en ser una actividad secundaria, substitutiva, con-



- 91 -

viene a saber, una actividad del Estado substitufda a la -

actividad de aquellos a quienes la norma jur1dica les pre~ 

cribe, para la tutela de determinados intereses, una dete~ 

mf~ada conducta por ellos no observada". {BO) 

En nuestros lares, el profesor de la Escuela Ll 

bre de Derecho, Becerra Bautista acerca de este concepto -

podemos citar: "Jurisdicci6n es la actividad con que el E~ 

tado, a través de los 6rganos jurisdiccionales intervinié!!. 

do a petici6n de los particulares, sujetos de intereses j~ 

ridicamente protegidos, se substituye a los mismos en la -

actuaci6n de la norma que tales intereses ampara, declara!!_ 

do en vez de dichos sujetos, qué tutela concede una norma 

a un interés determinado, imponiendo al obligado, en lugar 

del titular del derecho, la observancia de la norma y rea­

lizando, mediante el uso de su fuerza coactiva, en vez del 

titular del derecho, directamente aquellos intereses cuya 

protección está legalmente declarada. En esta definicón H~ 

go Rocco es caracterfstico de la jurisdicción: La substit~ 

ci6n de la actividad del Estado a la actividad de los indj_ 

viduos que buscan la aplicación del derecho. (81} 
., .. 

BO.- ROCCO, Ugo. Derecho.Procesal ·civil. Traducción de Felipe J. 
J, Tena, Segunda Edicion, Porrüa Hnos. y Cia. México 1944, -
pág. 43. 

Bl.- BECERRA BAUTISTA, José. ·El ·proceso Civil ·en México, Cuarta 
edici6n. Ed, Porraa, s. A •• Mexico 1974, pags. 5 y 6, 
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Por otra parte podemos comentar que Flores Gar­

cta interpreta que el acto legislativo y el acto adminis-­

trativo desde su inicio, siempre han sido actividades públi 

cas, mientras que el acto judicial se torna una conducta (a 

veces calificada de venganza) de privada, y se substituye 

por una actividad ajena (que incluye el arbitraje) 6 mejor 

pOblica (monopolio de Estado Moderno), que no admite otras 

jurisdicciones y supone la prohibición de la au~defensa, -

como podemos corroborar en el articulo 17 constitucional el 

cual manda: Nadie puede ser aprisionado por deudas de cará~ 

ter puramente civil. Ninguna persona podrá hacerse justi-­

cia por st misma, ni ejercer violencia para reclamar su de­

recho. Los tribunales estarán expeditos para administrar ju~ 

ticia en los plazos y términos que fije la ley; su servicio 

será gratuito, quedando, en consecuencia prohibidas las· costas· 

júdiciales, (32) 

Dentro de este repaso abreviado, no puede deja~ 

se a un lado a Carnelutti, quien establece un panorama ge­

neral de las funciones públicas caracterfsticas de la org.!!_ 

nización constitucional del Estado de tipo Occidental, do.!!. 

de el Poder Legislativo crea las normas legales, mientras 

que el administrativo y el judicial las aplican. En este -

sector el insigne procesalista establece una distinci6n: En 

82.- FLORES GARCIA, Fernando. Apunte de clase, periódo lectivo 1978 
1979. 
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el acto administrativo. el 6rgano aplicador juzga y manda, sie!!. 

do una de las partes en la controversia de intereses; y en cam­

bio en el acto jurisdiccional quien juzga y manda es un tercero 

imparcial. que no es parte en el conflicto. (83) 

El autor ibero Alcal!-Zamora en su libro "Derecho 

Procesal Penal", transcribe a su vez el pensamiento de Carnel.!!_ 

tti, del cual escribe: "Tras recordar que juzgar y mandar sus 

actividades que se dan tanto en la esfera administrativa como 

en la judicial, y que por lo mismo no pueden servir por s1 so­

las para establecer la diferencia de funciones, llega a la con­

clusian de que la autoridad administrativa juzga y manda para -

el desenvolvimiento de un interés en conflicto y no para la CO!)!. 

posición del conflicto: Se trata de un juicio y de un mandato -

de parte y no de un juicio y un mandato imparciales, ya que la 

autoridad administrativa es uno de los sujetos en conflicto y -

la autoridad judicial (entiAndase bien: cuando actúe jurisdic-­

cionalmentel est4 sobre los sujetos en conflicto. {84) 

De estas reflexiones puede desprenderse que entre 

algunos actos existen 11mites muy dif1ciles de separar. o de -

. . 
83.-'Dicdonario·Jurfdico MéXicano, Tomo I A-B, Instih.1to de Investi­

gaclones Jurfdicas. O. N.A. M,, MAxico 1982, plg. 86, citada por 
FLORES GARCIA. Fernando. 

84,- ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, Nfceto y LEVENE Hijo, Ricardo. Dére-­
\"cho ~rocesa1-Péna1, Tomo l. Editorial Guillermo KAAFT LTDJ\,'"lrüe ... 

nos fres11945. p¡g, 191. 
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marcar, por ejemplo en el pago de impuestos, (85) a cargo de 

un causante, que se ve en el caso de que le ha sido cobrado 

de mis en sus contribuciones, puede inconformarse ante la 5!_ 

cretarta de Hacienda, en este caso la prop'a Secretar1a, se­

r,a parte y qu1~n juzga, siendo as1 juez y parte; aqut se -­

conformar1a un caso de acto administrativo, En cambio, si el 

contribuyente despu~s presentara su inconformidad ante el Tri 

bunal Fiscal de la Federaci6n, entonces la hip6tesis cambia-­

r1a, ya no ser1a un acto administrativo, sino que en esta fo~ 

ma nos encontrar1amos en presencia de un acto jurisdiccional 

ya que la Secretar1a de Hacienda no ser1a parte y juzgador, -

sino que el Tribunal Fiscal de la Federaci6n serta el juzgador 

y las ~artes ser1an la Secretar1a de Hacienda y el contribuye~ 

te que se ha visto afectado en su peculio por un cobro indebi 

do, conservando as1 el elemento de que el que juzga y manda es 

un tercero imparcial en el litigio; es decir¡ que no es parte 

en el conflicto de trascendencia jur1dica~ sino que en el mo-­

rnento de emitir su resoluci6n, lo hace sin tener tntereses en 

el negocto. 

Consideramos que es importante conocer las defi­

niciones y conceptos que sobre este particular tema adoptan -

los autores mexicanos, 

85.- Ejemplo. que recordamos tra1a a escena en unaobra teatral jur1di 
ca el Profesor Flores Garc,a person~ficando a Chiovenda y a Carn:[ 
lutti. 
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Becerra Bautista en su prestigfado libro el "~ 

ceso e iv i 1 ~ Mi!x i ca" expresa su pensamiento acerca de es te 

tan debatido tema de la siguiente manera: "La jurisdiciian -

es la facultad de decidir. con fuerza vinculativa para las -

partes. una determinada situacian jurfdica controvertida", (86) 

En nuestro particular concepto creemos que es -

un buen intento del afamado autor mexicano, pero es de inte­

r@s comentar que ha dejado de mencionar alguna de las que en 

nuestro parecer son elementos importantes para completar es. 

ta definición, como lo serfan el determinar la facultad que 

se mencionan a cargo de quién est& encomendada, en este caso 

serta del Estado, asf como el car4cter de la imparcialidad -

que como hemos visto con anterioridad es un elemento.~ Q.W!. 

D.Q.!!. de la función 6 del acto jurisdiccional, 

Tambi@n podemos resaltar que no se menciona que 

la facultad se desarrolla de la substitución de una actividad 

privada hac1a una pública, 

Tambi@n el profesor Garcfa Ramfrez en su libro 

-º"'..!!cho Procesal W!.} · vislumbra lo que en su concepto es 

el acto jurisdiccional y expresa la jurisdicci6n es: "Un po­

der del Estado de aplicar la ley al caso concreto, resolvie.!!.. 

do su conflicto de intereses". (87) 

86,- BECERRA BAUTISTA, José,:Obra ·dtada, p!g. 5. 

87,- GARCIA RAMIREZ, Sergio~ ·curso de Derécha·rrocesal Penal, Segunda 
edición, Editorial PorrOa, S, A., M~ico 1977, pSg, 91, 
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Estimamos, que a esta definición le faltan al 

gunas notas caracterfsticas que deben revestir a este poder, 

no tanto a la facultad en sf, sino en cuanto al sujeto apli­

cador, caracter,stica que es importantfsima como es la de la 

imparcialidad en el momento de resolver el conflicto de int~ 

reses. 

El afamado autor Rafael de Pina en su libro Die 

c1onari~~e De~echo nomina varias definiciones y conceptos 

sobre la jur1sd1cci6n, en un principio apunta: Jurisdicci6n, 

potestad para administrar justicia atribuida a los jueces, -

quienes la ejercen aplicando las normas jurfdicas generales 

y abstractas a los casos concretos que deben decidir, 

La jurisdicci6n es una actividad estatal ejer­

cida en su mayor volumen por los jueces profesionales o jue­

ces funcionarios pero que comparten en ellas, en la forma 1~ 

galmente senalada, los jueces no profesionales (jurados, ar­

bitros, etcétera), 

La jurisdicción es una actividad aplicadora -­

del Derecho. Los jueces mexicanos no pueden crearlo, en nin­

gQn caso, porque lo impide el principio de la división de P~ 

deres del Estado, que es fundamental en nuestro sistema poli 

tico. (88} 

88,- DE PINA, Rafael. ·01ccionario de Derecho, Ed, Porrúa, M~ico 
1965, pág, 175. 
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El joven profesor Flores Trejo en su obra recej!_ 

c1ona1 aborda este t8pico condensando con gran certeza y precj_ 

sian, el concepto que se propone investigar: "La jurisdicci6n 

es una facultad del Estado para dirimir controversias, substj_ 

tuyendo la actividad privada por la p0bl1ca y en la cual el que 

juzga y manda es un tercero imparcial", (89) 

Creemos que esta es una defin1ci6n atinada, -­

que resume ideas de la doctrina italiana y en la cual podemos 

encontrar los elementos necesarios para ajustar el concepto de 

la jur1sdicci6n. 

También cabe traer a nuestro recorrido suscinto, 

definiciones como la del antiguo profesor Cort~s Ftgueroa, --­

quil!n expresa en su ya conocido 1 ibro Introducción A 1.!t ~-­

ti! General ~ Proceso· lo que para Al es el concepto de ju­

risdicc16n: "Es la funci6n con la que el Estado por medio de -

arganos especialmente instituidos (esto es; los Trtbunalesl; -

realiza su poder y deber de dirigir el proceso y de hacer que 

se cumpla el fin de protección jurfdica del mismo~ aplicando 

las normas del derecho objetivo a los casos suscttados por el 

ejercicio de una accian 11
; (90) 

' ,·, ,, ,., \ .··· . ' . .·. 
89,- FLORES TREJO, Fernando;.'Estudto Constttuctonal ·del ·Poder·Judtdal 

· en MAlt-ico, MAxico, D, F, plg, 4o. ' 

90,~ co~rEs F.IGUEROA, Carlos.· ·tntroducetan a la ·.réor;a •Gené~a1 'del 
''Proceso, Cirdenas~ editor y clistrthu1dor. Mi!Xico1 D, F, 1974, 
~. 
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En nuestro modesto parecer esta definici6n re­

sulta valedera. aunque falta de algunos de los elementos cara~ 

ter!sticos de la jurisdicci6n que a lo largo de este breve en­

sayo hemos tratado de bosquejar. como es el carácter infalta-­

ble judicial, o sea, la tantas veces citada, por indispensa-­

ble, la imparcialidad, 

La siguiente teorfa que presentaremos es la del 

maestro de la Universidad Nacional, G6mez Lara quiªn en su am­

pliamente conocido libro de · üWA i;eneral qtl Proceso· expr_! 

sa: "La jurisdtcci6n es una funci6n soberana del Estado, real! 

zada a travAs de una serie de actos que est!n proyectados 6 e~ 

caminados a la soluci6n de un litigio 8 controversia, mediante 

la aplicact6n de una ley general a ese caso concreto, contro-­

vertido para solucionarlo o dirimirlo". (91) 

Pensamos que es una buena definic16n, que con­

tiene varios de los elementos caractertsticos del importante 

quehacer que desempeRa el juzgador quien es el que va a apli­

car la ley general al caso concreto controvertido para dirimir. 

lo 6 solucionarlo como expresa con anterioridad Aste autor, 

Flores Garc'a tras presentar una apretada s1nt,! 

sis de criterios definitorios de la jurisdicción (92), afirma.,:_ 
' .... ·- ·- .. 

91,- GOHEZ LARA. Cipriano, · Teor1a Genera1·del'Proeeso, Textos Univer­
sitarios, U, N, A,' M, , Mexico 1980, segunda reimpresión, pag, 111, 

92,- FLORES GARCIA, Fernando, la Teorfa General del Proceso ~·e1 Amparo 
MéXfcano, ''Revista de la Facultad de Derecnode Mexico , Tomo XXXl 
nlliíí. 118, enero-abril 1981. p!g, 90, 
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el quehacer jurisdiccional supone una f6rmula de arreglo de las 

controversias de intereses jurfdicos sometidas a una autoridad 

competente ( solucionando como 6rgano capaz entre varios juzg!_ 

dos y tribunales). con capacidad subjetiva en abstracto, es d!_ 

cir, un funcionario que reúna una serie de exigencias legales: 

Honradez, conocimientos jurfdicos, nacionalidad, vecindad, ex­

periencia profesional, considerándose, como conveniente una ver_ 

dadera carrera judicial• y en la imparcialidad (la que no signi 

fica forzosamente neutralidad, como lo demuestra la reforma a -

la parte procesal de la ley federal del trabajo efectuada en 

1980, que establece ventajas procesales para la parte débil, es 

decir, el trabaj~dor), autoridad pOblica, o sea, perteneciente 

al aparato gubernamental, lo que proporciona a la decisi6n jud,!_ 

cial fuerza v1nculatoria, o como la califica Hans Kelsen de~ 

Spec·h·l'1s. Eis esta Qltima caracterfstfca la que separa la reso­

luci6n judicial de otras formas de decisi6n realizadas por un -

tercero, tales como el arbitraje y la amigable composici6n. (g3} 

En lo particular intentaremos proponer una def1-

nici6n que esperamos logre reunir los elementos básicos y pecu-

1 iares de la jurisdicc16n, después de haber tomado en cuenta el 

parecer de algunos autores extranjeros y nacionales. Estimamos 

que la jurisdicci6n es: La facultad ó poder estatal para dirimir 

controversias, en donde se substituye la activida~ privada por 

la pOblica,por lo que su decisi6n es obligatoria, y en la cual 

el que juzga y manda es un tercero imparcial y con requerimiea 

tos legales. . ' . . ..... ' "\ , ~ . ' ... 

93.- FLORES GARCIA, Fernando. Voz Acto Jurisdiccional. ·oiccio~ario Jur1d1co 
Mexicano. Citado, pág. 8 • 
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CAPITULO __J_Y_ 

1.- ORIGEN DEL PROCESO. 

Se ha sostenido que el hombre desde sus or{ge­

nes ha tenido un sentido predominante de ego(smo, de egocen-­

trismo, de querer poseer lo que otros tiPnen y de acaparar la 

posesHln de bienes y satisfactores frente a otros seres ~ .. ~ 

ambicionan tambien para si su pertenencia. 

Para otros la explicación rarli~a en el fenómeno 

de las necesidades frente a la escasez de satisfactores. 

Si imaginaramos el caso de que los satisfacto­

res fueran mayores que las necesidades O carencias el proble­

ma se reducfrfa, o es mSs no habrfa enfrentamientos entre los 

hombres. 

Pero dejemos de pensar utópfcamente y enfrenti 

monos a la realidad, desgraciadamente el fenómeno opuesto al 

que acabamos de plantear es el que en verdad se vive. el hom-

bre se encuentra frente al problema de que hay siempre ~nd 

grave carencia de satisfactores y un crecimiento desorbitado 

de las necesidades humanas. 

Razón por la cual acompaffándose de varios fac­

tores como lo es el sentimiento egofsta del ho.mbre. en el QUP 

pretende adjudicarse bienes que no le pertenecen, y asi proc~ 

r~r s~tisfacer sus carencias aunque ~ea a costa del sacrifi-­

cio de bienes e intereses ajenos. 
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Algún economista, Maltus,ha sostenido que mie~ 

tras los factores crecen en forma aritmética, las necesidades 

aumentan en forma geom¡trica, haciendo de esta manera más pa­

te'tica la lucha del hombre por conseguir los elementos vita-­

les para cubrir sus necesidades. 

2.- EL LITIGIO - SUS DIVER~A.~ SOLUCIONES. 

En el momento en que los hombres se esfuerzan 

por alcanzar para sf un satisfactor se :rea la pu~na de i !!. 

tereses, el litigio que ha sido estudiado magistralmente por 

Carnelutti, quten en su 1 ibro " ~llC.inn~ del Proceso Ci­

'!..i.L" expresa su sentir acerca de lo que debe de considerarse 

como el concepto de Litis: "Es un conflicto (intersubjetivo) 

de 1nteréses, calificado por una pretensi6n resistida (discu­

tido).l94). 

El profesor ibero Alcala-Zamora y Castillo ha­

expresado su adhesi6n a ese criterio definitorio de conflicto 

de 1nteréses y manifiesta: "Esa situaci6n de conflicto, oriq! 

nadora del Proceso, puede ser denominada litigio, entendida -

la palabra en la misma direcci6n que Carnelutti, pero en ter­

minos m&s amplios, que permiten sin dificultad su extensi6n -

a los distintos 6rdenes del enjuiciamiento (Civil ,Penal, Adrni 

nistratfvo, etc.), en todas las cuales hay que arrancar de un 

estadio que no sea aún procesal_. 

(94) CARNELUTTI, FRANCHESCO. Instituciones del Proceso Civ i 1. 
Traducci6n de la quinta edición Italiana po¡:-"Sant1ago Sent1s 
Helendo. E<l. E.J.E.A. Buenos Aires 1959, Volúmen 1, pag. 28. 
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Naturalmente, el conflicto de intereses determinantes del pr~ 

ceso ha de implicar una trascendencia jurldica" (95) 

Planteado ya el conflicto de intereses como a­

firman los autores referidos, ahora debemos ver cuál es la rn!_ 

nera de solucionarlo; para lo que trataremos de hacer un bre­

ve recorrido histórico, para observar cómo la solución de los 

conflictos hl evolucionado como ha evolucionado el hombre, asf 

encontramos varias etapas: 

(a) De l.!. venganza privada; a esta época se 1 e 

puede llamar tambien de la época b;frbara, de la venganza de -

la sangre, la Ley de la Selva, la ley del más fuerte, esto -

es, el m&s habil, valeroso y fuerte será el que se imponga a 

su adversario,sacrificando lo; intereses contrarios al suyo. 

Estq supone la lucha .v la victoria sobre su adversario donde 

le obliga a· sacrificar sus intereses. Este uso de la violen-­

eta es ampliamente conocido cuando los hombres se haclan y -­

por desgracia todav1a se hacen justicia por su propia man~ -­

que deviene EJ1 la llamada " Ley del Talión ", se cobra "ojo -

por ojo y diente por diente ", como nos lo ilustra Flores Ga~ 

cTa en la"Revista de la Facultad de Derecho de México", en -­

donde refiere que en el Codfgo de Hamurabf se reglamentaba: -

XII; Leslon·es· personales; L'as penas··~ "ftllión;·rndemniz·a·cto­

~ ~composición. 

(95), A[CALA-ZAMORA Y CASTILLO,Niceto, y LEVENE hijo, Ricardo. 
Derecho P~6eesal Penal. TOMO I Ed. Guillermo Kraft Ltda. Bue­
nos Aires 1945, pag:-/ y B. 
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lg6. Si alguien saca el ojo a otro, debe perder el suyo. 

lg7. Sf le quiebra un hueso se le quebrar~ tambien a él. 

lg8. Si le saca el ojo a un liberto o le quiebra un hueso, 

pagará una mina de plata. 

lgg. Si le saca un ojo a un esclavo o le quiebra un hueso, pa 

gará la mitad del precio del esclavo. 

200. Si una persona rompe los dientes a otra de su misma con­

dic16n social, tambien a ella le serán rotos. 

201. Si le rompe los dientes a un liberto, pagari un tercio -

de mina de plata. 

202. Si una persona golpea a otra de más elevada posici6n so­

cial, rectbira en público setenta azotes. 

203, Si un hombre libre por nacimiento golpea a otro de su -­

misma condici6n social, pagará una mina de plata. 

204. Si un liberto golpea a otro liberto, pagará diez ~lelos 

je plata. 

205. Si un esclavo de un hombre lfbre golpea a una persona li 

bre, se le cortarJ una oreja, 

206, Si alguien golpea en riíla a otro y lo hiere, deber(ju-­

rar que no lo hizo voluntariamentei en tal caso, pagar( los -

gastos me'dicos. 

207. Si el hombre muere a causa de las heridas, deber~ igual­

mente jurar; en tal caso, paga media mina de plata, sí se tr~ 

taba de un hombre libre por nacimiento. 

208. Si era un liberto pagari un tercio de mina de plata. 

2og, Si alguien golpea a una mujer libre por nacimiento cau-­

sándole un aborto, pagará diez siclos de plata por el feto. 

210. Si la mujer muere, morirá también la hija del agresor. 
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211. Si quién aborta a causa de los golpes es la hija de un 

liberto. el agresor pagará cinco siclos de plata. 

212. Si esta mujer muere. pagar! media mina de plata. 

213.- Si quién sufre los golpes es una esclaba y aborta a 

causa de los golpes, paRarS dos siclos de plata, 

214. Si la esclava muere, pagar! un tercio de mina de plata". 

(96). 

Podemos observar como despues de ser tan --­

cruel esta éroca de la venqanza privada. daremos un paso a 

la etapa de la venganza divina. la cu!l aparece al formarse 

las sociedades teocráticas, donde los problemas se proyec-­

tan hacia el temor y respeto a las divinidades como un eje 

fundamental de la regulac16n de la conducta de los propios 

componentes de la sociedad a la que pertenecian. 

En este periOdo la rel ig16n y las di-spQsici9.,. 

nes jurtdicas se entremezclan y al aplicarse p~ra el arreglo 

de las contiendas. se sanciona al vto1ador de los preceptos, 

pronunctando sus sentencias e imponiendo penas en nombre de 

la divtntdad. que también se suponta dab~ muestras de su in 

tervenciOn en fases procedtmentales~ como en lu anttqu1s1.":' 

mas referencias a los ordal,as o juicios de Dios, 

96,- FLORES GARCIA. Fernando. "Ré'ltsta ·de -.Ta •FacuHád'd'e 1Del'\echo de 
· Méittco'! •. Sobretiro del Tomo XX~ilf''~a~~~o~~o IDB,~7 ~esef!as Bibliográficas al1o ·de HamurabK de Alfonso ~ 

REYES. Ed. u. N, A, M •• pSqs, 552,.s 3. 



- 109 -

En esta etapa se puede apreciar al decir de 

algunos con claridad oue la justicia estaba manejada o in­

fluida generalmente por la clase sacerdota 1, predominante 

como en periódos infaustos, en los conocidos ejemplos de -

la lnquisici6n. 

En este peri6do nada se respetaba, ya que ha~ 

ta las tumbas eran abiertas, los cadSveres desenterrados y 

lueno procesados. 

La humanidad agudizó su "ingenio" para inven 

tar suplicios, nacieron los calabozos en donde se practic! 

ban penas infrahumanas como la jaula de hierro ó madera -­

colgante, el rollo o picota en que la cabeza y las manos -

quedan sujetas y la victima de pie; la horca, los azotes.­

marcas por hierro candente, los trabajos forzados y con C! 

denas, el descuartizamiento por la acción simultánea de 

cuatro caballos los cuSles eran colocados en cada una de -

las extremidades, etcétera. (~7) 

Siguiendo con el mismo orden de ideas establ~ 

cido, pasaremos a describir en forma brevfsima la etapa de 

la Venganza Pública, en donde a medida que los Estados ad-­

quir1an mayor solidez en la función jur1dtca ~ prtnctpia a 

hacerse la distinción entre los ilfcitos privados y públi-­

cos, según el hecho lesione de manera directa los intereses 

de los particulares o el orden público. 

97.- cASIELLANOS TENA, Fernando. Lineamientos Elernéntáles·de Derecho 
Penal. (Parte General) Décima edición. Ed. Porrúa, S. A,, pag:::­
"3-s:-
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En esta etapa los tribunales juzgan y apli­

can las penas (comunmente reoresivas} en nombre de la co­

lectividad. 

para la supuesta salvaguarda de ésta impo-­

nen penas todav1a crueles e inhumanas. 

Aquf surgen modalidades que apuntan hacia ~ 

una 1ntervenci6n de las autoridades no s6lo en orotecci6n, 

un tanto calificable de egoista de los intereses particu­

lares, sino de la tutela de intereses de grupo. Recordemos 

la figura de gran relieve del Min1sterto PQblico y su fun­

c16n en defensa de intereses sociales. Asf también; trai9! 

mos a la memoria la creaciOn de caUlogos criminales que -

son denominados como C6digos de Derensa Social. t9B) 

98,~ V~ase corno ejemplo la nomenclatura del C6rigo de Defensa Social 
del Estado de Veracruz ~ Llave. 
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Continuaremos con nuestro esboso de recorrido 

através de las etapas que la humanidad ha experimentado en su ~ 

ya largo devenir hist6rico y que significan una evoluci6n al r~ 

solver la confl ictfva jur{dica, nos referimos en esta parte, al .P~ 

rfodo Humanitario el cual surge como una reaccf6n natural ant1! 

la crueldad desenfrenada en los perfodos anteriores. Como uno -

de sus representantes más importantes citaremos la persona de -

Césa~ Bonnesana Marqués de Beccarfa, de quien en su conocido -

libro 11 LfncamiP.ntos Elementales fil ílercchn .!!..fillli 11 Castellanos 

Tena refiere: 11 De entre los puntos más importantes del libro -

del libro de Beccaria destacan los si9uientes: 

(a) El derecho a castigar se basa en el Contrato Social y por -

tanto la justicia humana y la divina son independientes. 

(b) Las penas Onicamente pueden ser establecidas por las leyes; 

éstas han de ser generales y s6lo los jueces pueden declarar qu~ 

han sido violadas. 

(e) Las penas deben ser públicas, prontas y necesarias, propor­

cionadas al delito y las m{nirnas posibles. Nunca deben ser atr~ 

ces. 

{d) Los jueces, por no ser legisladores, carecen de la facultad 

de interpretar la ley. Para Beccaria no la hay tan peligroso c~ 

~o el axioma común que proclama la necesidad de consultar el e1 

pfritu de la ley. 

(e) El fin de la pena es evitar que el autor cometa nuevos deli 

tos, asf como la ejemplaridad respecto a los demás hombres. 

(f) La pena de muerte debe ser proscrita por injusta; el contr! 
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to social no la autoriza, dado oue el hombre no ruede ceder 

el derecho a ser privado de la vida, de la cual él mismo no 

puede disponer por no pertenecerle". (99) 

Por último, en el avance humanitario oue el 

Derecho procura al actuar de la criatura humana (lo que par~ 

ce tautol6qico o contradictorio, ~ero dadas las múltiples -

muestras aún contemporaneas, como la guerra atómica, el ex­

terminio masivo en campos de concentración, etcétera, que -

escapan a la acción del aparato jurfdico ) podemos hacer r~ 

ferencia a una magna reglamentaci6n nuestra como es el arti 

culo 17 de la Constituci6n Polftica de Ouerétaro de 1917, -

el cual transcribimos a continuación: "Nadie puede ser aor! 

sionado por deudas de carácter puramente civil. Ninguna pe~ 

sona podrá hacerse justicia por sf misma, ni ejercer viole~ 

cia para reclamar su derecho. Los Tribunales estarán exped! 

tos para administrar justicia en los plazos y términos ~ue 

fije la Ley; su servicio será gratuito, quedando, en conse­

cuencia prohibidas las costas judiciales". 

99.- CASTELLANOS TENA, Fernando. Lineamientos Elenentales de Derecho 
··penal. {Parte General) Décima Edición. Ed. Porrúa, S. A., Mexi 

Co""TI'l6. páp. 36. . -
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Como hemos podido observar la justicia por -­

propia mano ha quedado prohibida, por lo que ahora nos encarga­

remos de estudiar otra figura que está dentro de la autosolu- -

ci6n y que se llama la autocomposici6n en sentido restringido. 

" La Autocomposici6n: r.- Es un vocablo que -

difunde el genio del autor italiano Francesco Carnelutti, al 

que le da dos connotaciones. Autocomposici6n en sentido 1!12. es 

la soluci6n que al conflicto de intereses (litigio, caracteriz!_ 

do por la pretensi6n de una de las partes, frente a la resisten 

cia de la contraparte) proporciona uno o los dos contendientes; 

dtcho de otra manera, es el arreglo al pleito proveniente de -­

las mismas partes que tienen disposición de su derecho material. 

La autocomposici6n genérica (a la que personal 

Tiente para evitar duplicidad y confusiones prefiero denominar -­

también por razones didácticas autosolución) se subdivide en au­

todefensa y autocomposición, ahora se usa el término en sentido 

restringido, y es la soluci6n a la controversia propuesta (no -

impuesta violentamente) por uno o por ambos elementos subjeti-­

vos parciales (partes) sacrificando su interés jurídico propio; 

arreglo que es aceptado por la otra parte (algunos autores por 

eso conciben a la autocomposici6n como un acuerdo de las parte~ 

interesadas para resolver privadamente un pleito, p~scindiendo 

o excluyendo el caso del conocimiento y resolución judicial). 

La autocomposición ha sido considerada también 

como una forma anormal de dar terminaci6n al procedimiento (Ro--
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semberg) (La normal es la Sentencia) o como forma de dar fin al 

proceso de conocimiento (Alcalá-Zamora y Castillo ). 

IJ.- La autocomposici6n se califica por al9u­

nos como una actitud parcial (de parte interesada) y altruista: 

del atacante en el caso de la renuncia de la acción procesal; -

o del atacado, en la hip6tesis del allanamiento, o de ambas Pª?:.. 

tes, en la situaci6n de la transacci6n. Por ello se habla de 

autocomposici6n unilateral (en la renuncia de la acción y en el 

allanamtento) y de bilateral (en la transacci6n). 

Empero, cabe examinar cada una de esas figu-­

ras ttpfcas autocompositivas y determinar si el sacrificio del 

interés propio es con un ánimo de dar un fin pacfffco al liti-­

gio y de favorecer a la contraparte o bfen pueden ser empleadas 

para esconder maniobras inconfesables. 

(a) La renuncia o desist1miento de la acción procesal debe pro­

ducirse en el perfodo probatorio (claro está antes de dictada -

la sentencia de fondo), sin requerir el consentimiento del de-­

mandado; al que hay que resarcir de los daños y perjuicios y -

costas procesales provocados por el autor; ya no podrá volver a 

intentar nuevo proceso contra el demandado, pues as! se ha ex-­

tfnguido de manera permanente la fuerza de ataque (a 34 C.P.C.). 

Cabe meditar, no obstante que en el desistimi~ 

ento pueden mediar móviles diversos del altruismo, como el te-­

mor a una reacción extra procesal del demandado por su poderlo -

ffsico, económico, polftico, etcétera, 

Asimismo, es conventente separar a la renunct~ 

de la acct6n procesal de otros institutos que no realizan la ta-
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rea autocompositiva, como la renuncia de la instancia y el -

desistimiento de la demanda, en las que no termina el pleito. 

b) otra forma de autocompos1ci6n es el allanamiento, entendi­

do como la actitud del demandado en que se extfn9ue de manera 

total la resistencia al admitir los hechos, el derecho y la -

pretensión de la demanda del actor. 

Por lo que hay oue distinguir al allanamiPnto 

de otras ftguras que no concluyen el litigio, como la confe·­

sf6n, el reconocimiento y la sumisión. 

As1 tambi~n es sensato reflexionar en c1rcun! 

tancias f!cticas que se alejan de la bonomfa y del desintPr6s 

del allanamfent~ al que se acude, como una simulaci6n jurfdi­

ca, para ocultar propósitos hasta desleales tras la pantalla 

jurfdica de esta autocompostción. 

III .• En el contrato de transacción (a' 2944 

CC,) que es una fórmula autocompositiva bilateral, ambas par_ 

tes se hacen concesiones recfprocas para dirimir una contro­

vercia presente o para prevenir una futura. 

Por desgracia, no s1emppe es ei puro desinte­

rEs altruista el que encamina las intenciones del arreglo, sf 

no como ocurre, verbigracia en materia laboral, donde en va~-

. rtos asuntos son sacriftcados los legfttmos derechos de los • 

trabajadores que no resisten por mucho tiempo las prrsfones -

de los poderosos y se ven obligados y ceder en una mala tran~ 

sacc1<1n''· (100). 

100. - FLORES r.ARCl'A; Fernando. Ofc'cf<!nario · .. lu'rfdfco 'Mexf-cano, Tano I, 
A-B'. Voz "AUtocomoosidón-:Tnmtuto dehivesttgaciones Jurfdi·­

. cas. U.N.A.M., Méxic01982. págs: 233 .Y 234. 
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Creemos que las f6rmulas de autosoluci6n, com2. 

las llama Flores Garc1a, de autoarreglo de la controversia de i~ 

tereses que las mismas partes pueden proporcionarse entre ellas, 

no pueden ser plenamente satfsfactorias, sino por excepci6n. 

Ast, la autotutela, am'ªn de su tradicional vi!!_ 

lencia caracter1stica, ahora esta prohibida de manera contunden­

te por nuestra Ley Suprema y entre nosotros s61o quedan vigentes 

algunas pocas figuras autodefensivas en diversas reglamentaciones, 

descritas hábilmente por G6mez Lara llOl}. cuya idoneidad, opor­

tunidad y permanencia en la ley son muy dudosas. 

Por otro lado, la autocomposici6n (en el sentí 

do restringido Carneluttiano} en sus manifestaciones unilatera-­

les: el desistimiento o la renuncia de la acci6n prpcesal, por -

parte del demandante y el allanamiento (que entendemos con Flo-­

res García, corno la admisi6n que han el demandado de los eleme~ 

tos torales de la demanda, como son los hechos, el derecho y la 

pretensi6n}, (102}, suponen la extinsión de una de las fuerzas -

antitéticas que integran la contenci6n y por ende, la finaliza-­

ción de dicha pugna; en repetidas ocasiones en la vida práctica 

son utilizadas como una falsa fachada, como un procedimiento que 

oculta intereses inconfesables, como presiones económicas o de -

otra (ndol~. ante las que el aparente esp{ritu altruista de qui~n 

sacrifica su propio interés en aras de una composición pacÚica, 

en realidad sucumbe sin su auténtica y libre voluntad y sin un -

{101}. Obra citada pags. 28 a 33. 
(102}. FLORES GARCIA; D,ccionario Juridico Mexicano, citado pag. 
132-133 
(103}. FERRARA, Francisco; La Simu·1ación de los· Negocios Jur1di­
cos. (Actos y contratos}. traducci6n por RafaeT Atord y JüañA";° 
ae-Ta Puente. Madrid librerfa General de Victoriano Suárez 1926, 
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fondo valorativo o de justicia. Ocurre que con frecuencia menos 

de la deseable, estas figuras autocompositivas unilaterales son 

empleadas subrepticiamente, como ha descrito Ferrara, en suma-­

gistral estudio sobre la simulación jurfdica (103). 

Para finiquitar este punto, no olvidemos la -­

restante hipótesis autocompositiva, ahora la bilateral, que es -

la transacción, la que en la amarga experiencia nacional, sobre 

todo en el ámbito de los conflictos de tr~bajo, la parte débil -

es materialmente arrastrada a una engañosa e injusta fórmula de 

sacrificio "reciproco"(si c}, de intereses, para alcanzar un arr~ 

glo "parcial", parcial en todos sentidos. 

Atento lo anterior, es lógico y resulta eviden 

te el avance que el hombre ha llegado, de abandonar paulatiname~ 

te la autosolución y buscar una compostura a sus controversias, 

ahora dada por un tercero, no parte; a un ajeno al litigio que -

procure un arreglo, una composición, Por eso pasaremos a un som~ 

ro estudio de: 

3.- LA HETEROCOMPOSICION. 

En el devenir histórico la humanidad ha llega­

do a la convicción de que los propios litigantes, rara vez lleg! 

rán a solventar de manera correcta, de forma apegada a la justi­

cia su conflictiva de efectos de DerechQ, pues a veces o son vi~ 

lentos o son convenencieros; o bien, son falsos sus planteamien­

tos. 
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Por eso se ha ideado que sea un héterocompone­

dor (del griego héteros. distinto), un tercero, una persona dis­

tinta ajena, no aparte, sin interés en el pleito que se ventila, 

el que sugiera, proporcione o imponga, según el caso, el que a-­

rregle, el que componga la multireferida controversia. 

Para el profesor G6mez Lara,"La heterocomposi­

ción es una forma evolucionada e institucional de solución de la 

conflictiva social e implica la intervención de un tercero ajeno 

e imparcial al conflicto. Históricamente, en un principio las -­

partes en conflicto recurrían a la opinión· de un tercero que en 

forma amigable trataría de averirlas. Esta es la amigable comp~ 

sici6n, que equivale a nuestro modo de entender a una forma de 

la conciliación. 

Más adelante, en la evolución histórica de la~ 

formas de solución de la conflictiva social, en un momento dado, 

las. partes en conflicto pactan por anticipado que se sujetarán 

a la opinión que dicho tercero emita y, aquí surge la primera fi 

gura heterocompositiva que no es otra que el arbitraje. 

Porque cuando los contendientes acuden o ese -

tercero, ajeno al conflicto, y de antemano se someten ala opción 

que ese tercero de sobre el conflicto, entonces s( surge ya bien 

delineada, una figura heterocompositiva de solución, que como h~ 

mos ya apuntado, es el arbitraje, o sea la solución del litigio 

mediante un procedimiento seguido ante un juez no profesional ni 

estatal, sino ante un juez de carácter privado que es el árbitro. 
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Este árbitro estudiará el asunto y dará su opi 

nfón, ·dará la solución del conflicto, que recibe la denomina- -

cfón de Laudo. 

Como hablamos de verlo en las siguientes capí­

tulos, la historia de las formas de arbitraje hasta llegar al -­

proceso propiamente dicho, puede verse ejemplificada objetivame! 

te en la historia procesal del pueblo romano. 

En las primeras etapas del desarrollo hist§_ 

rico del proceso de este pueblo de juristas, se puede ver que 

propiamente son muy cercanas al arbitraje, puesto que los ma-­

gistrados o funcionarios públicos, sólo entregaban a las par-­

tes una fórmula que éstas llevaban ante un juez privado ~ue -­

era qufen resolvía el conflicto". (104) 

Podemos citar a Rafael de Pina, quien enun­

cia lo que él entiende por Concil !ación: "Es el acuerdo ccl~ 

brado entre quienes se encuentran ante un conflicto de inter~ 

ses, con objeto de evitar un juicio o poner rápido fin a uno 

ya iniciado (sin correr todos los trámites que, en otro caso, 

ser1an precisos para concluirlo), 

En nuestro proceso del trabajo la concil i2.. 

ción constituye un trámite previo al arbitraje. (105) 

También encontramos otras formas heteroco~ 

104.- GOMEZ LARA, Cipriano. Teoría General del Proceso. Textos Universi­
tarios. U. N. A. M. México 1980, segunda reimpresión. pág. 41. 

105.- DE PINAr Rafael. Diccionario de Derecho. Primera edición. Ed. Po-­
rrúa, s. A., México D; F., 1965, pag. 68. 
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positivas, como son el Proceso Eclesiástico, oue es el que se -

sigue conforme a los lineamientos jur?dicos reli~iosos aplica­

bles al caso que se esté juzgando por autoridades de la iglesia 

a que pertenecen los correligionarios y el proceso Extranjero, 

el cual, como su nombre lo indica es el que se presenta cuando 

existe un juz9amtento en un pa's extraRo y el cual habr1a de = 
determinarse st éste serS regulado por las leyes de ese pats -

extranjero y resuelto por la autoridad judicial de esa nación. 

Después de a~untar estas cortas lfneas gener! 

les de figuras en las que interviene un tercero imparcial, pa­

ra dirimir los choques de intereses, pasemos a analizar algunas 

explicaciones que se han dado sobre la naturaleza de una insti­

tuci6n central de nuestro estudio, él ~ces.Q_. 

4.~ ÉL 'PRoctso \lURtSDtCCIÓNA[ 

DIVERSAS DOC·TRI'NAS 'ÁCÉRCA 'o E. sú 'NktURALtzA. 

Sobre este particular se han diversificado las 

vartadas concepciones vertidas sobre la esencia del proceso, as' 

Alcala-Zamora r Castillo establece una dicotom1a nue parte de • 

1868, con el pensamiento de Oskar Von Bulow. Ast 1 ant'es eran -

i.nadecuadas 'interpretaciones. prf'Vatistas; después las nuhlicis 

tli's. (106 J 

Couture estima que el tema no es s6lo una in­

vesttgaci6n te6rica ; La conclusión a que se llegue ace~ 

ca de la naturaleza del proceso ti·ene consecuencias ---

106.,; ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, Ni'ceto. Procéso. Autocornoosici6n v Autode­
. fensa. Instituto de Investigadones Jur'idicas:-11,fl.A.M,, 2a:" rncTOn 
~º 1910; pSgs, 120 y 121. 
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prScticas de especial importancia. 

Si se aceptan, insiste el profesor uru­

guayo, por ejemplo, la teor1a que sostiene que el juicio -

es un contrato, habría necesariamente que admitir que, an­

te el silencio de la ley procesal, las disposicio11es y nor 

mas del derecho civil en esta materia ser~an aplicables. El 

C6digo civil sería, así subsidiario de procedimientos, en 

materia de capacidad de consentimiento, de efectos de la -

voluntad, etcétera. Una conclusión muy natural de esta ac­

titud seria por ejemplo, la de que las disposiciones rela­

tivas a la nulidad de los contratos serían aplicables en 

caso de silencio del derecho procesal positivo. Si no fue_ 

ra por razones de ciencia, siempre sería necesario, pues, 

anal izar la naturaleza jurídica del proceso, por razones • 

de conocimiento del sistema legal vigente. (107) 

Dos son las interpretaciones privatistas 

del proceso: la que lo considera como un contrato y la que 

lo reputa un cuasicontrato. Con arreglo a la primera de 

esas concepciones, construida con materiales de derecho r~ 

mano durante la época del derecho intermedio, y en boga t~ 

davfa en la doctrina francesa de los siglos XVIII y XIX, 

el juicio implica un auténtico contrato entre las partes, 

conforme al cual, ambos litigantes se comprometen a acep--

107.- COQTURE, Eduardo J, fundamentos del Derecho Procesal Civil. -
Ediciones De Palma. Buenos Aires, 1966, pag. 124. 
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tar la decisi6n judicial de su contienda. Segan esta te~ 

rta, el denomtnado Contrato judictal seda la causa de la 

fuerza o autoridad que la cosa juzgada ejerce respecto de 

las partes y explicaría asimismo los lfmites subjetivos de 

dicha 1nstituci6n. Semejante contrato era, además, anali­

zado de acuerdo con los requisitos del derecho civil: co~ 

sentimiento, capacidad, objeto y causa. 

Esta teorta y la cuasicontractualista 

se hallan en fntima relaci6n con el significado que dentro 

del derecho romano clásico tuvo la litlscontestatio, .la -

cual perdi6 su razón de ser a partir del procedimiento e~ 

traordinario, quedando desde entonces como una ficc16n ju 

rfdica, reflejo de una concepción privatista del proceso. 

Como afirma Couture, la critica de esta doctrina puede ha 

cerse en pocas palabras: ~solo subirtiendo la naturaleza 

de las cosas, es posible ver en el proceso -situaci.ón co­

activa, en la cual un litigante, el actor, conmina a su 

adversario, aún en contra de sus naturales deseos, a con­

testar sus reclamaciones. el fruto de un acuerdo de volu.!l 

tades 11 • A las palabras del profesor uruguayo agregaremos 

que si la tests contractualista es inadmisible en el ca! 

po del proceso civil, con mayor raz6n lo será en la esf~ 

ra del proceso penal de nuestros días, cuyo objeto primor., 

dial es esencialmente público~. (108). 

108.- ALCAL~-ZAMORA Y CASTILLO. Obra citada, p!g, 121, 
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Un eJemplo que nos tlustra esa concep­

cten contractualista. la muestra Arangio Rufz. en el caso 

de la acci6n, de la Ley declarativa por petici6n de un -­

juez o de un 8rb1tro '(~·~E!!. iudicis arb1trive -

postulationem • que atraves~ba por dos etapas.- la primera 

ante el magistrado (!.!!.jure) y una vez nombrado el árbi­

tro o juez privado, se pasaba a la fase (.i!J. judicio). 

Advierte el profesor de la Universidad 

de N!poles que las partes llegaban a convenios sobre la -

designac16n del tercero juzgador, acerca del acatamiento 

de su resoluc16n y en torno a quien conservaba provisio-­

nalmente el objeto litigioso, dándole gran significado a 

la .!.ll.!.!. contestatio. (109) 

Nos permitimos observar que esta pos­

tura contractualista, que luego desaparece con la expe-­

riencia romana, con la apar1ci6n de jueces que podían C! 

11f1carse de oficiales, que ya no dependían de la desig­

nact6n de las partes. Por otro lado, la aparici6n de los 

juicios en rebeldía y de la importancia de la litis penden 

f.!!, hace pensar qu~ el acuerdo de voluntades de los litj_ 

gantes ya no puede explicar el proceso, sino que se deri 

va hacia otra f6rmula hterocompositiva que es el arbitr! 

je. 

109.- ARANGIO RUIZ, V. '"Las ·acciones en el Derecho Privado Romano, 
Trad. Fausttno Gutierrez-Alviz, Ed. Revista de Derecho Pri 
vado, Madrid, Espafta 1945, págs, 37 a 42. -
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Por otro aspecto, recordemos que no pu~ 

de haber contrato, habida cuenta de que el consumo del de­

mandado no es voluntario, no es espontáneo. 

En nuestro peregrinar entre las ideas -

que explican al proceso, pasemos al sector publicista, que 

en la época moderna (un poco más un siglo) ha encontrado -

la mayorla de adeptos, dej~ndo desolado el campo que sost~ 

nlan los contractualistas y cuasicontractualistas. 

Aquf, la doctrina dominante sostiene -

que el proceso es una relaci6n jurldica, se dice en cuan­

to varios sujetos, investidos de poderes determinados por 

la ley, actúan en vista de la obtenci6n de un fin. 

Los sujetos son el actor, el dema~dado, 

y el juez; sus poderes son las facultades que la ley con­

fiere para la realtzaci6n del proceso; su esfera de actu~ 

ci6n es la jurisdicción; el fin es la soluci6n del confli~ 

to de intereses. 

Puede afirmarse que la tesis de la rel~ 

ctón jurtd1ca ~rocesal es la que ha contado con más adhe-~ 

siones en nuestro tiempo a pesar de ciertas autorizadas di 
sidencias. {110) 

Intentaremos comparar la idea amplia de 

relación jurldica, para tenerla de modelo frente a la rel~ 

ci6n jurtdtca procesal. 

110,~ COUTURE, J. Eduardo. --obra citada, pág. 132. 
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En términos generales la relación jurfd! 

ca comprende dos conceptos básicos del Derecho, como son: -

por una parte, el derecho subjetivo de crédito o derecho -­

personal y, por otra, la obltgaciOn, según el ángulo de ob­

servaciOn que se adopte. 

Un ~erecho subjetivo es una facultad por 

la que un sujeto (persona - acreedor) puede exigir a otra ~ 

(persona - deudor) la realización de una conducta pactada,~ 

o bien, ordenada por la ley; mientras que la obligación es 

un v1nculo que constriñe a un sujeto pasivo (persona - de~ 

dor u obligado) a realizar la conducta acordada con el s~ 

jeto activo de la relación (persona - acreedor) 

ordenada por la ley. 

Ahora bien, la doctrina más difundida 

de la re.lación juddica procesa 1 asevera que ''por su na tu­

~· implica una relación jurfdica autónoma y compleja, 

que pertenece al Derecho público. Es autónoma, porque es -

independiente de la relación jurfdica material, y compleja , 

porque abarca una serie de derechos y obligaciones que se -

extienden a lo largo de diversas etapas del procedimiento". 

"Todas ellas ligadas entre si desde el punto de vista te­

leológico". 

Pertenece al Derecho público, puesto que 

el Derecho procesal en cuanto supone el ejercicio de la ac­

tividad jurisdiccional del Estado, es Derecho público. 
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La última afirmación ha sido puesta en 

tela de juicio por algún procesalista por lo que respecta 

al proceso civil: pero aparte de que los argumentos aduci 

dos para negar la naturaleza públlca de esa rama procesal 

carecen de fuerza convincente, ninguno de ellos puede es­

grimirse para negar tal carácter al proceso penal que fun 

ciona en los Estados de Derecho. 

El contenido de la relaci6n jurfdica -

procesal está integrado por la serie de derechos y oblig~ 

cfones que entre los sujetos de ella tienen lugar. Como -

obligaciones que en el proceso penal vienen a desempeñar 

el papel de piedras angulares, se~alaremos estos dos de-­

tipo funcional: la del juzgador de proveer a las pretensiQ. 

nes que por las partes se formulen, y la del Ministro pú­

blico de promover la persecución de los delitos, en cuanto 

este deber no se halle limitado por concesiones otorgadas 

a la iniciativa privada. 

De estas obligaciones derivan, a su vez. 

deberes de las partes respecto del tribunal, y deberes y 

derechos de las partes entre si. Cabe además hablar de un 

contenido formal de la relaci6n jurídica procesal, o sea 

del representado por las formas a que ha de acomodarse el 

procedimiento y con arreglo a las que se han de ejercitar 

los derechos jurídico-materiales. (111) 

111.- ALCALA-ZAMORA, Niceto. Q~.r:.e_c!i_o _P.t::Q.~es_a!__f_ena_l, citado. Tomo 
II, págs. 113 y 1 ia 
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La teorfa de de la relación jurfdica 

tiene probablemente a un descollante procesalista itali! 

no como su defensor más caracterizado, Chiovenda (112), 

aunque se ha postulado que sus albores, en su concepci6n 

y en su difusi6n es genuinamente alemana (113). Aunque -

conviene apuntar que esta doctrina ha experimentado mu-­

chas variantes o vertientes. 

No obstante, en contra de esta teorfa, 

señala Couture, se hace la siguiente argumentación. Es -

cierto que la sentencia, y, más exactamente, su efecto, 

la cosa juzgada, es el fin del proceso: es igualmente -­

cierto que, según algunas doctrinas, la sentencia tiene 

la eficacia de un negocio jurfdico material, es decir, -

la de alterar las relaciones jurfdicas materiales. Pero 

aún cuando estas teorías tuviesen fundamento, en rigor -

cabrfa atribuir a los actos procesales la calidad de ne­

gocios jurldicos, mas no de una relaci6n jurídica. El h! 

cho jurldico que produce una relación jurídica no es, por 

esa sola circunstancia, una relación juridica ni siquiera 

latente. Claro es que el proceso no ha de considerarse c~ 

mo una serie de actos aislados. Pero un complejo de ac-­

tos encaminados a un mismo fin, aún cuando haya varios s~ 

jetos, no llega a ser, por eso, una relación jurídica, a 

no ser que ese término adquiera una acepción totalmente -

nueva, Y aquf transcribe de Goldschmidt. 

112.- CHIOVENDA, José. Principios de Derecho Procesal Civil' Traduc­
ción de JOsé Casais y Santa16, Tomo I, Madrid 1922, Ed. Zeus. 
pags. 109 y sigts. 

113.- ALCALA-ZAllORA Y CASTILLO. Proceso, autocomposición, cit. págs. 
124 y 125. 
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"Un rebaílo no constituye una relaci6n porque sea un com-­

plejo jurídico de cosas semovientes. 

Por otra parte, se añade, es evidente 

que la peculiaridad jurídica del fin del proceso determi­

na la naturaleza del efecto de cada acto procesal. Pero -

ni uno ni otro constituyen una relación jurtdica, y el o~ 

jeto común a que se refieren todos los actos procesales, 

desde la demanda hasta la sentencia, y que en la realidad 

constituye la unidad del proceso, es su objeto, por lo re 

gular, el derecho subjetivo material que el actor hace v~. 

ler". (114) 

Transcribimos a continuación un pasaje 

muy elocuente en el que Alcalá-Zamora y Castillo describe 

la multiplicidad de versiones sobre la relactón jurfdica 

procesal; que aparece, primero, en la obra que publicó -

en colaboración con Levene hijo {115)¡ y, que reproduce 

años más tarde en otra obra, ahora sólo con su firma. {116) 

La doctrina de la relación jurídica -­

que que como tesis explicativa del proceso, daba al Der~ 

cho procesal un cimiento, y, sobre todo, una tonalidad -

114.- COUTURE; Obra citada, págs. 132 y 133. 

115.- ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO,. Derecho Procesal~ citado, Tomo II 
p&gs, 124-125. Y antes en Advertencia preliminar a 1~ Tradu.<:_ 
cien espaílola del Derecho Procesal Ctvil de Goldschm1dt, 

116,- ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO:·proceso. Citado, págs. 126-i27, 
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cientffica que con anterioridad le faltaba, venia siendo 

entendida por los tratadistas, de las más variadas mane­

ras: asf, mientras unos estiman que el proceso~ una -

relac16n jurfdica, para otros la establece, y en tanto -

un sector aprecia una sola relación jurfdica, que progr~ 

sivamente se desenvuelve, son varios los que reputan que 

el proceso se compone de una serie de relaciones jurfdi 

cas. La diferencia surge asimismo en cuanto a la determ! 

nación de quiénes sean sujetos de dicha relaci6n, pues al 

paso que hay autores e·n cuya opinión lo son sólo las par­

~· la mayorfa entiende que la relación es triangular: 

las dos partes y el juez. En cuanto a la situación de 

las partes entre sf, se considera en unos libros como de 

Derecho privado, en los restantes como de Derecho público¡ 

por unos procesalistas como relactón inmediata, mientras 

que los demás afirman que el nexo entre ambas se verifi­

ca ·¡ior medio del juez. A su vez, hay quienes entienden 

que entre las partes surgen derechos y obligaciones, en 

tanto que una corriente doctrinal distinta reconoce úni­

camente la presencia de li9ámenes entre aquellas, 

En este estadio del procesalismo, es 

cuando surge un innovador punto de vista, que parece tener 

su origen (privatistal en Kohler, pero que en Goldsch­

midt adquiere un relieve más q~e significativo. y que e~ 

ttende al proceso como una situación Jurfdica. 
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Es probable Que la idea de la situación 

jurídica del procesalista alemán no haya logrado una acog! 

da, ya no digamos unánime, sino por lo menos mayoritaria, 

de sus colegas , pero lo que sin duda supone una valiosísi 

ma aportaci6n es su concepto de carga procesal. 

Según Goldschmidt el proceso no es una 

relación jurídica, donde hay desechos y obligaciones en-­

tre las partes, o entre éstas y el Juez. El proceso es una 

situación jurídica, esto es, el estado de una persona des­

de el punto de vista de la sentencia Judicial, que se es­

pera con arreglo a las normas jurfdicas. (117) 

Nuestro autor, toma como punto de part! 

da su idea de que el Derecho en época de paz, es estático, 

en tanto que en tiempos belicosos se transforma en dinámi-

co, en forma tal que los derechos más intangibles quedan -

afectados por la lucha y todo el Derecho en su plenitud, -

no es sino un conjunto de posibilidades, de cargas y expef 

tativas. De la misma manera, también en el proceso, el de­

recho queda reducido a esas categorías, ya que no otra cosa 

constituye el estado de incertidumbre que sigue a la deman. 

da y que hace que, en razón del ejercicio o de la negl igen. 

cia o abandono de la actividad procesal, pueda ocurrir que, 

como en la guerra, se reconozcan derechos que no existen. (118) 

117.- Según apuntes tomados de las obras de ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, 
Derecho procesal, citado. Tomo II, págs. 125-126, así como de -
COUTURE. Fundamentos, citado. pág. 136. 

118.- COUTURE. Obra citada. págs. 136 y 137. 
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En consecuencia, para Goldschmidt, el -

proceso representa el conj~nto de expectativas (que se re­

fieren a la obtención de una ventaja procesal, y en defini 

tiva, de una sentencia favorable); o sea, posibilidades. u 

ocasión procesal; perspectivas (de una sentencia desfav.Q_ 

rable), cargas (imperativos o impulsos del propio interés 

para cumplir los actos procesales y liberación de car~as -

de cada una de las partes (quien cumple con una conducta -

procesal ordenada obtiene para si un beneficio, una posi-­

ción, o una situación procesal favorable). 

Mtis a del ante, el tratadista germano, e!::_ 

plica su posición respecto de los actos procesales que co­

responden al juez (las resoluciones, manifestaciones de -

voluntad emitidas por el juez con el fin de constatar lo -

que estima justo) y otros actos de acusación: notificacio­

nes; actos de suplencia de las partes: producción de oficio 

de pruebas; y, actos de ~elebración del debate y recepción 

de prueba. 

Por otro lado, consigna los actos de las 

partes: actos de obtención (dirigidos a impetrar una resol~ 

ctón de contenido determinado mediante influjos pslquicos 

ejercidos sobre el juez: peticiones, afirmaciones y aporta­

ctón de pruebas); y actos de ~ausación (lo que no son de o~ 

tencfón). (119) 

119.-'ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO. Derecho procesal, citado. Tomo !!, -
ptigs. 125 a 131. 
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Es valiosa la aportación de Goldschmldt, 

sin embar90, no faltan opiniones adversas que son recogidas 

por el pulcro autor mexicano Garcla Ramfrez: "La censura a! 

zada contra la tesis de la situación pone énfasis en el ol­

vido de que existen verdaderas obligaciones y auténticos d~ 

rechos, cubiertos por la garantfa de la sanción. 

Los Censores opinan, adem~s aue al abri­

go d~ 1~ situación se pierde la perspectiva técnica del pr~ 

ceso y se omite su v1si6n unitaria. 

Tampoco hay una sola situaci6n, sino un 

conjunto de situaciones. Se prohija la separaci6n entre las 

partes, que carecen de nexos jurfdicos que las vinculen. 

Los contradictores sostienen, también, la inconveniencia de 

haber pretendido que esta tesis tuviera validez Indistinta­

mente para los procesos civil y penal". {120) 

Otra explicación de la naturaleza jurfd! 

:a del proceso se halla en una de las posturas de Carnelutti, 

~rntnente tratadista cuya profunda huella se ha esparcido en 

mucho~ pafses y en no menos autores. 

Su expresi6n de "justa composici6n de la 

litis,"ha sido de gran impacto, mostrando un espiritu que ha 

sido calificado de "finalista", de teleol6gico. Asi para el 

120.- riARCTA RAMIREZ, Sergio. Curso de Derecho Procesal Penal. Segunda 
edici6n, Ed. Porrúa, s. A., Mexico 1977, p&gs. 20 y 21. 
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antiguo profesor de Roma el proceso es una solución a la 

controversia de intereses, que es necesario distinguir de 

otros instrumentos a los que denomina "equivalentes juri! 

diccionales" (121), como el proceso ecles1~stico, el pr~ 

ceso extranjero, el arbitraje, etcétera; es decir, medios 

qttc sirven para lograr la finalidad caracterfstica del -­

proceso jurisdiccional. 

M~s tarde, a pesar de la hondura de•! 

ta concepcHin del proceso, Carneluttf agrega: "El ius no 

es fus si no reacciona la iniuria. El derecho inepto para 

la guerra, timido, no es derecho. ¿y si quien tiene el d~ 

ber no obedece? veremos que la reacción del derecho o la 

violaci6n se resuelve ante todo en el pronunciamiento de 

nuevos mandatos. 

También este pronunciamiento est~ com­

prendido en el dicere ius: la dictio no es completa si tfe~ 

de sólo a prescribir lo que debe ser sin tratar de conver­

tir el deber ser en existencia cuando el preceoto no es ·s!L 

ffciente a tal fin. En suma, establecer el orden no es po­

sible sfn restablecerlo cuando el orden ha sido violado. 

Según tal criterio, el proceso es el mt 
todo, mediante el cual se obtiene el pronunciamiento ofi-­

c\al de mandatos jurfdicos (concretos), ya preexistan o no 

121.- CARNELUTTI, francesco~ ·s1stena de Derecho Procesal Civil. Tra-
. ducci6n de Santiago Sentfs Melendo y Niceto Alcala-Zamora y -

Castillo. Buenos Aires. Tomo I, núms. 49 y 55. 
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preexistan leyes {jurídicas), de las cuales los mandatos -

concretos constituyan aplicación, Con el método legislati­

vo se obtiene una lex general is; con el método jurisdicci~ 

nal o procesal se obtiene una Lex specialis (donde lex es­

tá usada con el significado específico de mandato). (122) 

En lo personal nos satisface el rensa-­

miento Carneluttiano de que el proceso jurisdiccional es -

antes que nada una figura jurídica para arreglar las pugnas 

de intereses. 

A esta idea central, que podemos ubicar 

como el género próximo (dentro de una definición aristoté-

1 tca) del proceso, habrá que adicionarle datos caracterís­

ticos, peculiares, que le distinguen de otras soluciones a 

la litis. 

Seguimos, en ésta no fácil tarea, algu­

nos conceptos vertidos por Flores García en su cátedra unl 

versitaria, al señalar que el proceso jurisdiccional es una 

fórmula heterocompositiva justa y pacífica del litigio (aquí 

coincide con el profesor italiano mencionado), sucitado en­

tre partes capaces proporcionada a través de un 6rgano juri~ 

diccional público, nacional, competente y laico, y de un fu~ 

cionario judicial imparcial (el profesor mexicano advierte 

122,- CARNELUTTI, Francesco. Derecho y Proceso. Trad. Santiago Sen­
tts Melendo. Ed. E.J.E,A, Buenos Aires, Argentina 1971, págs.-
22 y 23. 
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que con estos atributos del oficio y del oficial se le s~ 

para de los otros equivalentes jurisdiccionales) y ciñén­

dose a un procedimiento judicial, en el que destaca la r~ 

solución llamada sentencia de fondo que supone un manda-­

miento obligatorio. (123) 

Todavía cabe (insistimos en la forma -

sumaria de nuestra exposición) traer a nuestro abanico 

multiforme, pluripartidista, de posiciones doctrinales so 

bre este importante concepto (para nosotros el que s i')ni­

fica el enfoque central de los estudios procesales). Lie~ 

'llan (124) sostiene que: "La actividad mediante la cuül se 

desarrolla en concreto la función jurisdiccional se llama 

proceso". 

Para después anotar que se desarrolla 

por medio de una suces16n de actos con unidad formal 

·{procedimiento) y vincula a las partes en una serie de 

posiciones y relaciones recíprocas. 

Otros procesalistas se han inclinado -

por utilizar la doctrina de Hauriou y de Renará sobre la 

instituci6n {figura tan amplia, que no parece encerrar los 

peculiaridades especificas) para determinar la esencia -

123.- FLORES GARCIA, Fernando. Apunte de Clase. Periodo lectivo --
1978.-1979, 

124.- LIEBMAN, Enrico Tullio. Manual de Derecho Procesal Civil. Tra 
ducción por Santiago Sent1s Melendo. Ed. E.J.E.A. , Buenos--= 
Aires, Argentina 1976. págs. 25 a 28. 
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del proceso, como ocurre con Garcfa Rojas en México y Guasp 

en España. (125) 

Como un corolario de este estudio, que -

no quiere dar la impresi6n de.nacionalista, sino de un bos­

quejo de los avanzados conceptos de autores nuestros que han 

llegado a elaborar la bien llamada "Escuela Procesal Mexic! 

na", pasaremos a mencionar algunas ideas vertidas por estos 

profesores. 

Para Becerra Bautista el proceso es, an­

tes que nada, un instrumento para la verificaci6n de la ve!.. 

dad de los hechos y la identificaci6n de la norma legislat! 

va que regula el caso concreto. Afiade que es un conjunto de 

actos que constituyen una relaci6n jur1dica de Derecho pú--

125.- ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO; ·proceso, citado. p~gs. 121 y 131. 
Este profesor estudia con aetarTe y la minuciosidad una lis 
ta de otras 1'concepc i'ones menores acerca de 1 a na tura 1 eza ::­
del proceso" como son: a} El proceso como estado de ligamen 
(Kisch); b) La concepci6n francesa del proceso como servi­
cto público; c) La construcción hist6rico-sociol6gica de -
Benjamín Cardozo; d) Las sucesivas posturas de Carnelutti 
en cuanto al fin y naturaleza del proceso; su tesis de en­
juiciamiento criminal como jurisdicción voluntaria; el re­
torno al juicio; e} El proceso como modificación jurídica 
y como "misterio" (Satta); f) El resnplazo del proceso ci­
vil por la jurisdicción voluntaria. (Baumbach}; 9) La ins-­
tancia y la relaci6n procesal (Machado Guimaraes); h) El -
"acuerdo" como noción clave del proceso (Sentís Melendo) ; 
1) El proceso y la ''voluntad vinculatoria antárquica de la 
ley" (Podetti}; j) El proceso como instituci6n (Giménez -­
Fernández, Guasp, Couture, etcétera); k) El proceso como -

·reproducci6n jurídica de una interferencia real (Lois Esté-
vez); 1) El proceso como entidad jurídica compleja ( Fosch1 
ni}; m) El proceso como juejo (Calamandrei); n) Reférencia 
a otras posiciones.- con posterioridad a dicho artículo men­
cionaré el ensayo de Fairén Guillén, el proceso como funci6n 
de satisfaccf6n jurfdica. 
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blico, autónoma, trilateral, compleja, dinámica y progr~ 

siva, unitaria y que supone la colaboración de las partes 

(Cal amandrei). (126) 

Se ha concebido al proceso como una s~ 

rie de actos proyectivos {Briseño Sierra y otros profeso­

res que siguen esta idea), actos dinámicos que llevan en 

sf mismos una trama de cierta actividad humana; proyecti­

va, por su din~mica exigencia de complementación y de una 

progresfvfdad. (127) 

Modernamente (1980), el profesor y au 

tor de la obr• Teorfa General del Proceso, Gómez Lara e~ 

tiende al "proceso como un conjunto complejo de actos del 

~stado como soberano, de las partes interesadas y de los 

terceros ajenos a la relaci6n substancial, actos todos que 

tienden a la aplicaci6n de una ley general a un caso con­

creto controvertido para solucionarlo o dirimirlo". (128) 

Para Cortés Figueroa (129) el proceso 

126. - BECERRA BAUTISTA, José. El Proceso Civil en México. Cuarta edi 
ci6n, Ed. Porrúa, s. A., México 1974. pans. 1 a J. 

127.- BIUSERO SIERRA, Humberto. - Cateoorias Institucionales del 
Proceso, Ed. Cajica lléxico 1956, riá'.11. 150. 

128.- GOMEZ LARA, Cipriano. Teoría General del Proceso. Textos Univer 
sitarios, U.N.A.M, México 1980, pag. 121. -

129.~ CORTES FIGUEROA, Carlos. Introducci6n a la Teoría General del 
Proceso, Cárdenas Editor y distrihuidor, Mex1co 1974, pags.-
rr;y¡D. 
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es un instrumento del derecho para la composición de los 

conflictos de intereses y de suministro de justicia mini 

ma, como lo mejor que es doble alcanzar y que lo que asf 

se logre será indisputable y firme. 

Los desaparecidos De Pina y Castillo 

Larrafiaga consideraban que el proceso es una actividad -

generadora de actos jurídicamente reglamentados, encami­

nados todos a obtener una determinada resolución judicial. 

Función eminentemente y cuyo conjunto de actos constitu-­

yen el procedimiento. (130) 

Eduardo Pallares, principia refirién­

dose al proceso en general, como un conjunto de fenómenos, 

de actos o acontecimientos, que suceden en el tiempo y que 

mantienen entre sí determinadas relaciones; para luego se­

nalar que en el léxico jurfdico tiene diversas acepciones.;_ 

a) Agregado de los autos y demás escritos en cualquier ca~ 

sa civil o criminal; b) La serie de actos que se real izan 

ante los tribunales para substanciar el juicio; etcétera.-

(131) 

Después de examinar esta variedad de con_ 

ceptos, no sólo sobre el proceso, sino sobre otros institu-

130.- DE PINA, Rafael y CASTILLO LARRARAGA, José. Instituciones de -
·'Derecho Procesal Civil. Ed. Porrúa, México 1963, pags. 169 y 170. 

131.- PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Segun_ 
da edición, Ed. Porrüa, S, A., Mexico 1956, p3g. 534. 

~ --- ;. 
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tos procesales de "primer orden" como los que tratamos en 

los capítulos precedentes de esta deshilvanada tesis, cr~ 

mos que no puede ponerse en tela de juicio, su valor y su 

significado para el estudio procesal. 

En efecto, la jurisdicción, la acción y 

el proceso son temas que deben analizarse; y, si es posible 

con gran detenimiento, para tener una visión básica del f~ 

nomeno procesal. 

Tan es así, ~ue Gómez Lara en un esque­

ma por demás objetivo, proporciona la fórmula de una suma 

procesal, que significa que la acción, más la jurisdicción, 

más la actividad de terceros, nos da como resultado el prQ 

ceso. 

A+ J +A 3os. p (132) 

Pensamos que en una Teoría General del -

Proceso, en el estudio del fenómeno instrumental, tan nece­

sario tanto desde el punto doctrinal, como práctico (No -­

puede haber jurista o profesional del Derecho sin formación 

teorética), es imprecindible el análisis de estas "constit! 

tivas" instituciones procesales. 

Ahora bien, es nuestro parecer que algu­

nos autores han olvidado que los puntos de vista extrem.os -

132,- GOMEZ LARA, Cipriano. Obra citada. pág. 121. 

·, 
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pueden resultar peligrosos, por orillarse a un pensamiento 

unilateral, que no justiprecia otros factores, un fenómeno 

tan complejo y .vital como es el proceso. 

Ni exageraciones, ni menosprecios, ni -

sólo trilogía estructural, ni tripode desvencijado. 

Es conveniente tener en mente que al l~ 

do de la acc16n, la jurisdicción y el proceso es menester 

conocer tambi~n el procedimiento, la competencia, los suj~ 

tos procesales (partes y terceros), las resoluciones judi­

ciales (al frente de las cuales está la sentencia de fondo), 

una figura t1pica y exclusivamente procesal como es la cosa 

juzgada, la prueba, los medios impugnativos, 

Si olvidáramos estos temas procesales, -

estar1amos metafóricamente hablando frente a tres importa~ 

tes continentes, aunque aislados e incomunicados del resto 

de un mundo, lo que los convertirfa en sólo islotes desola-­

dos, sin elementos subjetivos en coherente e 1ntimo canta~ 

to que les transmitieron vida y razón de ser. 

Por el otro extremo, la condición concee 

tual de esos pilares del procesalismo, no es tan desastro­

sa, como se ha sostenido, y tan no lo es, que en el reco-­

rrido no cabal, que me he atrevido a presentar en este mo-
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desto ensayo, hemos visto afortunadamente pensamientos or.!_ 

ginales, unos: 16gicos, otros; sugerentes, algunos más; en 

ffn, todos realizando un esfuerzo, estimable por lo menos, 

para llegar tarde o temprano, a conceptos que se aproximen 

o coincidan con la verdad. 

Quizá, debido a mi juventud (inexperie~ 

cia y falta de conocimientos) es que tengo otra imagen y -

perspectiva de optimismo. 

Si no se han aclaradc en su totalidad -

los principales conceptos procesales, ello no se consegu.!_ 

rá con actitudes de descrédito y desaliento, sino se logr! 

rá con el renacido intento, con el empeño permanente de e~ 

tudiar, de investigar y discutir con buena fe, las antiguas 

y las nuevas ideas que mejor iluminen un moderno universo -

procesal. 
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e o N e L u s 1 o N E s 

PRIMERA 

Ha sido una justificada preocupación de 

los procesalistas la determinaci6n de los conceptos funda­

mentales de este campo jurídico. 

SEGUNDA: 

Aunque las posiciones asumidas sean múl 

tiples, encontramos que la mayoría de los tratadistas est~ 

dian la acción, la jurisdicción y el proceso jurisdiccio-­

nal, como institutos procesales de relevancia. 

T E R C E R A : 

Dentro de ellas la acción procesal pue­

de ser concebida como una potestad del actor para provocar 

l~ actividad jurisdiccional para resolver el conflicto de 

intereses planteado, 

C U A R T A ; 

Pensamos que l~ jurisdicción es la fa-­

cultad estatal para dirimir controversias, en la que se -­

substituye la actividad privada por la pública, por lo que 

su decislón es obligatoria, y en esa función se juzga y se 

manda por un funcionario imparcial, apegándose a los requ! 

rimientos legales. 
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Q U 1 N T A 

Estimamos que el proceso jurisdiccional 

es una f6rmula heterocompositiva justa y pacffica del lit! 

gio, suscitada entre partes capaces, proporcionada a tra-­

vés de un 6rgano jurisdiccional pGblico, nacional, compe-­

tente y laico, y de un funcionario judicial imparcial y c! 

n•ndose a un procedimiento judicial, en el que destaca la 

resoluci6n de fondo que supone un mandamiento obligatorio. 

S E X T A : 

No deben estudiarse estos institutos pr2_ 

cesales b&sicos de manera aislada, sino que para formar un 

estudio cabal y coherente de una Teorfa General del Proce­

so, se deben completar con otros temas de trascendencia -­

te6rica y práctica (estudios legislativos, jurisprudencia­

les y académicos), como la reacci6n o excepci6n procesal, 

el procedimiento, la competencia, la cosa juzgada, la pru~ 

ba, los medios impugnativos, etcétera. 
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